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1.  CRÓNICA LEGISLATIVA DE SEGURIDAD SOCIAL Y OTRAS MATERIAS CONEXAS

1.1.  NORMAS INTERNACIONALES

-Instrumento de ratificación del Protocolo Adicional a la Carta Social Europea en el que se 
establece un sistema de reclamaciones colectivas, hecho en Estrasburgo el 9 de noviembre 
de 1995 (BOE 2-11-2022)

El Protocolo Adicional a la Carta Social Europea en el que se establece un sistema de 
reclamaciones colectivas, hecho en Estrasburgo el 9 de noviembre de 1995, fue firmado por el 
Plenipotenciario de España el 4 de febrero de 2021.

Una vez concedida por las Cortes Generales la autorización prevista en el artículo 94.1 de la 
Constitución, se manifiesta el consentimiento de España en obligarse por este Protocolo mediante 
el correspondiente instrumento de ratificación, estableciendo, no obstante, la siguiente declaración:

«El Reino de España queda comprometido por el anexo a la Carta Social Europea revisada 
“Ámbito de aplicación de la Carta Social (revisada) en lo que se refiera a las personas protegidas” 
de acuerdo a la literalidad de sus términos, sin que pueda entenderse que el disfrute de los derechos 
señalados se extienda a extranjeros que no se encuentren en situación regular, salvo que exista 
autorización previa y expresa por parte de las autoridades españolas en la que se especifique el alcance 
y forma en que dicha protección hubiera de ser garantizada.»

El Protocolo Adicional a la Carta Social Europea en el que se establece un sistema de 
reclamaciones colectivas, entrará en vigor para España el 1 de diciembre de 2022, de conformidad 
con lo dispuesto en su artículo 14.2. Con ello finaliza la aplicación provisional por España de este 
Protocolo, iniciada el 1 de julio de 2021 y publicada junto con el texto del mismo en el «Boletín 
Oficial del Estado» número 153, de 28 de junio de 2021.

-Directiva (UE) 2022/2041 del Parlamento Europeo y del Consejo de 19 de octubre de 
2022 sobre unos salarios mínimos adecuados en la Unión Europea (DOUE 25-10-2022 L 
275/33)	

La Directiva parte de la base, señalada en el Considerando 7 del Preámbulo, de que “La mejora 
de las condiciones de vida y de trabajo, también mediante unos salarios mínimos adecuados, beneficia 
a los trabajadores y a las empresas de la Unión, así como a la sociedad y la economía en general, y es 
un requisito previo para alcanzar un crecimiento justo, inclusivo y sostenible. Si se abordan las grandes 
diferencias en la cobertura y adecuación de la protección de los salarios mínimos, se contribuye a 
mejorar la equidad del mercado laboral de la Unión, a prevenir y reducir las desigualdades salariales 
y sociales, y a promover el progreso social y económico, así como una convergencia al alza (…).

Se señala (Considerando 9) que la pobreza de los ocupados en la Unión ha aumentado 
en la última década y hay un mayor número de trabajadores pobres y que durante las recesiones 
económicas, el papel de unos salarios mínimos adecuados en la protección de los trabajadores con 
salarios bajos es particularmente importante, ya que estos trabajadores son más vulnerables a las 
consecuencias de dichas recesiones. En ese sentido, destaca que “las mujeres, los trabajadores más 
jóvenes, los trabajadores migrantes, los progenitores de familias monoparentales, los trabajadores 
poco cualificados, las personas con discapacidad y, en particular, las personas que sufren múltiples 
formas de discriminación siguen teniendo una mayor probabilidad de ser trabajadores con salarios 
mínimos o con salarios bajos que otros colectivos”. Además, “dada la sobrerrepresentación de las 
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mujeres en empleos poco remunerados, la mejora de la adecuación de los salarios mínimos contribuye 
a la igualdad de género, ya que reduce la brecha salarial y de pensiones de género y también saca a las 
mujeres y a sus familias de la pobreza, y contribuye asimismo al crecimiento económico sostenible 
en la Unión” (Considerando 10).

Por ello, el objeto de la Directiva es establecer un marco para:

a) adecuar los salarios mínimos legales con el objetivo de lograr unas condiciones de vida y 
de trabajo dignas;

b) fomentar la negociación colectiva sobre la fijación de salarios;

c) mejorar el acceso efectivo de los trabajadores a los derechos a la protección del salario 
mínimo, cuando así lo establezcan el Derecho nacional o los convenios colectivos.

La Directiva se entenderá sin perjuicio del pleno respeto a la autonomía de los interlocutores 
sociales, así como a su derecho a negociar y celebrar convenios colectivos y -conforme al art. 153, 
apartado 5, TFUE- sin perjuicio de las competencias de los Estados miembros en la fijación del 
nivel de los salarios mínimos así como de la decisión de los Estados miembros de establecer salarios 
mínimos legales, de fomentar el acceso a la protección del salario mínimo establecida en los convenios 
colectivos, o de ambas cosas.

La aplicación de la Directiva respetará plenamente el derecho a la negociación colectiva, de tal 
forma que ninguna disposición de la Directiva se interpretará en el sentido de que imponga a cualquier 
Estado miembro:

a) la obligación de introducir un salario mínimo legal, cuando la formación de los salarios esté 
garantizada exclusivamente a través de convenios colectivos, o

b) la obligación de declarar que algún convenio colectivo es universalmente aplicable.

-En cuanto a su ámbito de aplicación, el art. 2 establece que la Directiva se aplicará a los 
trabajadores de la Unión que tengan un contrato de trabajo o una relación laboral conforme a lo 
definido en el Derecho, los convenios colectivos o los usos vigentes en cada Estado miembro, teniendo 
en cuenta la jurisprudencia del Tribunal de Justicia.

A este respecto, el Considerando 21 establece que, siempre que cumplan dichos requisitos, 
pueden estar incluidos en el ámbito de aplicación de la Directiva los trabajadores tanto del sector 
privado como del público, así como los trabajadores domésticos, los trabajadores según demanda, los 
trabajadores intermitentes, los trabajadores retribuidos mediante vales, los trabajadores de plataformas 
digitales, los trabajadores en prácticas, los aprendices y otros trabajadores atípicos, así como los falsos 
autónomos y los trabajadores no declarados.

Especifica asimismo que los trabajadores que realmente ejerzan una actividad por cuenta 
propia no se incluyen en el ámbito de aplicación de la Directiva, ya que no cumplen estos criterios. 

Pero advierte que el abuso de la condición de trabajador por cuenta propia conforme lo define 
el Derecho nacional, ya sea a escala nacional o en situaciones transfronterizas, es una forma de trabajo 
falsamente declarado que se asocia a menudo con el trabajo no declarado. El falso trabajo por cuenta 
propia se produce cuando una persona es declarada como trabajador por cuenta propia aun cuando se 
cumplan las condiciones propias de una relación laboral, con el fin de evitar determinadas obligaciones 
jurídicas o fiscales. Estas personas deben entrar en el ámbito de aplicación de la presente Directiva. 
La determinación de la existencia de una relación laboral debe guiarse por los hechos relativos a la 
actividad que se ejerce realmente, y no por la descripción de la relación que hagan las partes.

-Respecto al objetivo de fomentar la negociación colectiva sobre la fijación de salarios, la 
Directiva establece que se deberá aumentar la cobertura de la negociación colectiva para facilitar 
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el ejercicio del derecho de negociación colectiva sobre la fijación de salarios. Por ello, el art. 4 de 
la Directiva establece que los Estados miembros deberán fomentar el desarrollo y el refuerzo de 
capacidades de los interlocutores sociales para participar en la negociación colectiva sobre la fijación 
de salarios, en particular a nivel sectorial o intersectorial; promover unas negociaciones constructivas 
sobre los salarios sobre la base del acceso a información adecuada; adoptar medidas para proteger 
el ejercicio del derecho de negociación colectiva y proteger a los trabajadores y a los representantes 
sindicales de actos que los discriminen en relación con su empleo por el hecho de participar en la 
negociación colectiva sobre la fijación de salarios, así como a los sindicatos y las organizaciones 
patronales que participen en la negociación frente a cualquier acto de injerencia mutua.

En relación con esta negociación colectiva sobre la fijación de salarios, el Considerando 16 
señala que las estructuras tradicionales de negociación colectiva se han ido erosionando durante las 
últimas décadas debido, entre otras cosas, a los cambios estructurales de la economía hacia sectores 
menos sindicalizados y a la disminución de la afiliación sindical, en particular como consecuencia de 
las prácticas antisindicalistas y el aumento de las formas de trabajo precarias y atípicas.

Considera, además, que la negociación colectiva a nivel sectorial e intersectorial se vio 
sometida a presión en algunos Estados miembros tras la crisis financiera de 2008. No obstante, destaca 
que la negociación colectiva sectorial e intersectorial es un factor esencial para lograr una protección 
adecuada del salario mínimo y, por lo tanto, debe fomentarse y reforzarse.

Por todo ello, el art. 4 de la Directiva establece que todo Estado miembro en el que la tasa 
de cobertura de la negociación colectiva sea inferior a un umbral del 80 %, establecerá un marco 
de condiciones que favorezcan la negociación colectiva. También elaborará un plan de acción para 
fomentar la negociación colectiva previa, que establecerá un calendario claro y medidas concretas 
para aumentar progresivamente la tasa de cobertura de la negociación colectiva, con respeto pleno de 
la autonomía de los interlocutores sociales. 

-En cuanto al segundo objetivo, adecuar los salarios mínimos legales para lograr unas 
condiciones de vida y de trabajo dignas, la Directiva establece el procedimiento de fijación de salarios 
mínimos legales adecuados; la posibilidad de introducir variaciones y deducciones de los salarios 
mínimos legales; la participación de los interlocutores sociales en la fijación y actualización de los 
salarios mínimos legales; y el acceso efectivo de los trabajadores a los salarios mínimos legales.

El Considerando 28 señala que los salarios mínimos se consideran adecuados si son justos en 
relación con la distribución salarial en el Estado miembro de que se trate y si proporcionan un nivel 
de vida digno para los trabajadores sobre la base de una relación laboral a tiempo completo. Cada 
Estado miembro determina y evalúa la adecuación de los salarios mínimos legales teniendo en cuenta 
sus condiciones socioeconómicas nacionales, incluidos el crecimiento del empleo, la competitividad 
y la evolución regional y sectorial. Para proceder a dicha determinación, los Estados miembros deben 
tener en cuenta el poder adquisitivo, los niveles y la evolución de la productividad nacional a largo 
plazo, así como las cuantías, la distribución y el crecimiento de los salarios. 

Conforme a ello, el art. 5 establece que los Estados miembros con salarios mínimos legales 
establecerán los procedimientos necesarios para la fijación y actualización de los salarios mínimos 
legales, que se guiarán por criterios establecidos para contribuir a su adecuación, con el objetivo de 
lograr un nivel de vida digno, reducir la pobreza de los ocupados, fomentar la cohesión social y la 
convergencia social al alza, y reducir la brecha salarial de género. 

Los Estados miembros determinarán dichos criterios que incluirán al menos: a) el poder 
adquisitivo de los salarios mínimos legales, teniendo en cuenta el coste de la vida; b) la cuantía 
general de los salarios y su distribución; c) la tasa de crecimiento de los salarios; d) los niveles y la 
evolución de la productividad nacional a largo plazo. En el Considerando 28 se considera que, entre 
otros instrumentos, una cesta de bienes y servicios a precios reales establecida a escala nacional puede 
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ser fundamental para determinar el coste de la vida con el objetivo de lograr un nivel de vida digno. 
Además de las necesidades materiales como la alimentación, la ropa y la vivienda, también podría 
tenerse en cuenta la necesidad de participar en actividades culturales, educativas y sociales. 

Sin perjuicio de las obligaciones establecidas en este artículo, los Estados miembros podrán 
utilizar además un mecanismo automático de ajuste de indexación de los salarios mínimos legales, 
basado en criterios apropiados y de conformidad con el Derecho y usos nacionales, siempre que la 
aplicación de ese mecanismo no dé lugar a una disminución del salario mínimo legal.

Los Estados miembros garantizarán además que la actualización periódica y oportuna de los 
salarios mínimos legales se lleve a cabo al menos cada dos años o, en el caso de los Estados miembros 
que utilicen el mecanismo de indexación automático al menos cada cuatro años.

En el Considerando 29 se advierte que, sin perjuicio de la competencia de los Estados 
miembros para fijar el salario mínimo legal y permitir variaciones y deducciones, es importante evitar 
que las variaciones y deducciones (art. 6 de la Directiva) se utilicen de forma generalizada, ya que 
corren el riesgo de afectar negativamente a la adecuación de los salarios mínimos. Por ello, debe 
garantizarse que las variaciones y deducciones (tales como deducciones ordenadas por una autoridad 
judicial o administrativa, aquellas relativas al equipamiento necesario para desempeñar un trabajo 
o las deducciones de remuneraciones en especie, como el alojamiento) respeten los principios de 
no discriminación y proporcionalidad. Por tanto, las variaciones y deducciones deben perseguir un 
objetivo legítimo y ninguna disposición de la presente Directiva debe interpretarse en el sentido de 
que imponga a los Estados miembros la obligación de introducir variaciones o deducciones de los 
salarios mínimos.

-Por otra parte, en relación con la contratación pública, el art. 9 de la Directiva establece que 
los Estados miembros adoptarán las medidas adecuadas para garantizar que, en la adjudicación y 
ejecución de los contratos públicos o de concesión, los operadores económicos y sus subcontratistas 
cumplan las obligaciones aplicables sobre salarios, el derecho de sindicación y la negociación 
colectiva sobre la fijación de salarios, en el ámbito del Derecho social y laboral establecido por el 
Derecho de la Unión, el Derecho nacional y los convenios colectivos o por disposiciones de Derecho 
internacional social y laboral, como los Convenios de la OIT sobre la libertad sindical y la protección 
del derecho de sindicación, nº 87 (1948), y sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 
nº 98 (1949).

-Para garantizar el acceso efectivo de los trabajadores a los salarios mínimos legales (art. 8), en 
la Directiva se resalta la necesidad de establecer controles e inspecciones efectivos, proporcionados y 
no discriminatorios, llevados a cabo por las inspecciones de trabajo o por los organismos responsables 
de garantizar el cumplimiento de los salarios mínimos legales; así como de desarrollar las capacidades 
de las autoridades de control, en particular mediante la formación y la orientación, para que se centren 
activamente en los empleadores que incumplan la normativa y los persigan.

-Finalmente, la Directiva establece un conjunto de obligaciones de los Estados miembros 
en relación con el seguimiento y la recogida de datos y sobre la información sobre la protección del 
salario mínimo (art. 11). Además se establecen obligaciones en relación con el derecho de reparación 
y protección de los trabajadores y los representantes de los trabajadores, incluidos los afiliados a 
sindicatos o representantes de éstos, contra el trato o las consecuencias desfavorables derivadas de 
denuncias presentadas ante el empresario o procedimientos incoados en caso de vulneración de los 
derechos relativos a la protección del salario mínimo (art. 12).

-En cuanto a su transposición y aplicación, el artículo 17 dispone que “los Estados miembros 
adoptarán las medidas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva a 
más tardar el 15 de noviembre de 2024”.
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-Recomendación (UE) 2022/2337 de la Comisión de 28 de noviembre de 2022 relativa a la 
lista europea de enfermedades profesionales (DOUE de 30.11.2022 L 309/12)

Aunque el reconocimiento de las enfermedades profesionales es una cuestión estrechamente 
relacionada con el diseño de los sistemas de seguridad social, que es competencia de los Estados 
miembros, la Comisión promueve que los Estados miembros reconozcan las enfermedades 
profesionales que figuran en la lista europea de enfermedades profesionales. 

En consonancia con los principios generales de prevención que constituyen el núcleo de la 
Directiva marco relativa a la seguridad y la salud en el trabajo, de 1989, y las directivas conexas en 
materia de salud y seguridad en el trabajo, esta Recomendación debe ser un instrumento principal para 
la prevención de enfermedades profesionales en la UE. Además, se indica en la Recomendación que 
es también importante apoyar a los trabajadores infectados, especialmente por la COVID-19, y a las 
familias que hayan perdido a parientes debido a la exposición en el trabajo.

En vista de las consideraciones anteriores, y teniendo en cuenta, por una parte, que la inclusión 
de la COVID-19 en el anexo I de la presente Recomendación es de carácter temporal, especialmente a 
la luz de posibles nuevas olas de COVID-19 y la aparición de variantes del virus SARS-CoV-2, y, por 
otra parte, que la Recomendación 2003/670/CE sigue siendo en gran medida pertinente y adecuada 
para su finalidad, la presente Recomendación debe incluir la COVID-19 en su anexo I y reiterar el 
contenido de la Recomendación 2003/670/CE, sin perjuicio de nuevas actualizaciones de la presente 
Recomendación en una fase posterior.

Sin perjuicio de las disposiciones nacionales legislativas o reglamentarias más favorables, se 
recomienda a los Estados miembros:

1. que introduzcan cuanto antes la lista europea que figura en el anexo I en sus disposiciones 
legislativas, reglamentarias o administrativas relativas a las enfermedades cuyo origen profesional 
se haya reconocido científicamente, que puedan dar lugar a indemnización y que deban ser objeto de 
medidas preventivas;

2. que tomen medidas para introducir en sus disposiciones legislativas, reglamentarias 
o administrativas un derecho de indemnización por causa de enfermedad profesional para los 
trabajadores afectados por una enfermedad que no figure en la lista del anexo I pero cuyo origen y 
carácter profesional puedan determinarse, en particular si dicha enfermedad figura en el anexo II;

3. que elaboren y mejoren medidas eficaces de prevención de las enfermedades profesionales, 
implicando activamente a todos los agentes y recurriendo a la Agencia Europea para la Seguridad y 
la Salud en el Trabajo;

4. que establezcan objetivos nacionales cuantificados para la reducción de las tasas de 
enfermedades profesionales reconocidas;

5. que garanticen la declaración de todos los casos de enfermedades profesionales y que hagan 
que, para cada paciente con un caso de una enfermedad profesional, se disponga de información sobre 
el agente o factor causal, sobre el diagnóstico médico y sobre el sexo de la persona;

6. que introduzcan un sistema de recogida de información o de datos sobre la epidemiología 
de las enfermedades que figuran en el anexo II o de cualquier otra enfermedad de carácter profesional;

7. que promuevan la investigación en el ámbito de las enfermedades relacionadas con una 
actividad profesional, especialmente por lo que se refiere a las enfermedades que figuran en el anexo 
II y a los trastornos de carácter psicosocial relacionados con el trabajo;

8. que garanticen una amplia difusión de los documentos de ayuda al diagnóstico de las 
enfermedades profesionales incluidas en sus listas nacionales;
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9. que transmitan a la Comisión los datos estadísticos y epidemiológicos relativos a las 
enfermedades profesionales y los pongan a disposición de los medios interesados, en particular a 
través de la Agencia Europea para la Seguridad y la Salud en el Trabajo;

10. que promuevan una contribución activa de los sistemas nacionales de salud a la prevención 
de las enfermedades profesionales, en particular mediante una mayor sensibilización del personal 
médico.

Esta Recomendación sustituye a la Recomendación 2003/670/CE. Se insta a los Estados 
miembros a que informen a la Comisión de las medidas que adopten o tengan previsto adoptar en 
respuesta a la introducción de la entrada nº 408 en la presente Recomendación a más tardar el 31 de 
diciembre de 2023.

1.2.  LEY DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO PARA 2023

-Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023 
(BOE 24 de diciembre de 2022)

Se señala en la Exposición de Motivos que estos Presupuestos vienen marcados por la guerra 
de Ucrania que ha afectado en 2022 al proceso de recuperación y crecimiento económico en términos 
de menor crecimiento económico y mayor inflación e incertidumbre. En nuestro país, los primeros 
efectos sobre nuestra economía se han manifestado a través del alza sin precedentes de los precios de 
la energía, de las materias primas y de los alimentos.

Se señala asimismo que la Ley de Presupuestos para el año 2023 tiene el propósito de 
consolidar una recuperación económica y social justa que permita la creación de un escenario 
económico resiliente y un crecimiento sostenible basado en la modernización estructural del tejido 
productivo en un contexto de cohesión social y territorial.

Resulta de obligada referencia la incorporación a los Presupuestos de fondos procedentes de la 
puesta en marcha del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, dentro del instrumento excepcional 
de recuperación Next Generation EU, para la realización de reformas e inversiones sostenibles y 
favorables al crecimiento.

Se refieren a continuación las principales medidas de carácter social y laboral que se contienen 
en este Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2023:

1. Dentro del Título I, el Capítulo III “De la Seguridad Social”:

-En el art. 12 se regula la financiación de la asistencia sanitaria prestada por el Instituto de 
Gestión Sanitaria, de la asistencia sanitaria no contributiva del Instituto Social de la Marina, así como 
la financiación del IMSERSO. Asimismo, se recogen la totalidad de las transferencias que se realizan 
desde el Estado a la Seguridad Social.

2. En el Título II, relativo a la «Gestión Presupuestaria»:

-En el Capítulo II relativo a la «Gestión presupuestaria de la Seguridad Social, de la Sanidad 
y de los Servicios Sociales», se recogen competencias específicas en materia de modificaciones 
presupuestarias del Instituto Nacional de la Seguridad Social, de la Tesorería General de la Seguridad 
Social, del Instituto Social de la Marina, de la Gerencia de Informática de la Seguridad Social, del 
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y del Instituto de Mayores y Servicios Sociales y se incluyen 
normas sobre la aplicación de remanentes de tesorería en el presupuesto del Instituto de Mayores y 
Servicios Sociales (arts. 15, 16 y 17).

3. En el Título III, «De los gastos de personal»:



191

Crónica Legislativa, Doctrina Judicial y Noticias Bibliográficas

1º) En el Capítulo I, tras definir lo que constituye el «sector público» a estos efectos (art. 19. 
Uno), trata de los gastos del personal con la previsión general de que en el año 2023, las retribuciones 
del personal al servicio del sector público tendrán un incremento del 3,5 por ciento con el siguiente 
desglose (art. 19.Dos):

a) 2,5 por ciento de incremento fijo y 

b) Dos cláusulas de revisión del 0,5 por ciento cada una. La primera vinculada al Indice de 
Precios al Consumo Armonizado (IPCA) y la segunda al Producto Interior Bruto (PIB) nominal.

Dichas cláusulas de revisión se aplicarán de la siguiente forma:

a) Incremento vinculado al IPCA. Si la suma del IPCA del año 2022 y del IPCA adelantado 
del mes de septiembre de 2023 fuera superior al 6 por ciento, se aplicará un incremento retributivo 
complementario del 0,5 por ciento.

b) Incremento vinculado a la evolución del PIB nominal en el año 2023. Si el incremento 
del PIB nominal igualase o superase el estimado por el Gobierno en el cuadro macroeconómico que 
acompaña a la elaboración de la presente Ley de Presupuestos, se aplicará un incremento retributivo 
complementario del 0,5 por ciento.

Se establecen disposiciones transitorias relativas a la indemnización por residencia del 
personal al servicio del sector público estatal (Disposición transitoria segunda) y a los complementos 
personales y transitorios (Disposición transitoria tercera).

2º) Asimismo, se incluye en este capítulo la regulación de la Oferta de Empleo Público (art. 
20), que se articulará a través de las siguientes tasas de reposición de efectivos:

a) En los sectores prioritarios la tasa será del 120 por cien y en los demás sectores del 110 por 
cien. 

Sectores prioritarios: funcionarios docentes; personal estatutario y equivalente de los 
servicios de salud del Sistema Nacional de Salud; militares de carrera y militares de complemento; 
Administraciones Públicas respecto del control y lucha contra el fraude fiscal, laboral, de 
subvenciones públicas y en materia de Seguridad Social; Administraciones Públicas respecto del 
asesoramiento jurídico y la gestión de los recursos públicos; Letrados de la Administración de Justicia 
y de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia; servicios de prevención y extinción 
de incendios; Administraciones Públicas y Agentes del Sistema Español de Ciencia, Tecnología 
e Innovación; Catedráticos y Profesores Titulares de Universidad; supervisión e inspección de 
los mercados de valores; seguridad aérea, a la seguridad marítima y a la seguridad y operaciones 
ferroviarias y portuarias; Administración Penitenciaria; Seguridad Nuclear y Protección Radiológica; 
Acción Exterior del Estado; Plazas de personal que presta asistencia directa a la ciudadanía en los 
servicios sociales y servicios de transporte público, así como las plazas de seguridad y emergencias, las 
relacionadas con la atención a los ciudadanos en los servicios públicos y la gestión de prestaciones y 
políticas activas en materia de empleo; área de las tecnologías de la información y las comunicaciones.

b) Las entidades locales que tuvieran amortizada su deuda financiera a 31 de diciembre del 
ejercicio anterior tendrán un 120 por cien de tasa en todos los sectores. 

c) La tasa será del 125 por ciento para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, cuerpos 
de Policía Autonómica y Policías Locales, que se considerarán también sectores prioritarios.

d) La tasa específica, en los términos previsto en el apartado Dos.3 del artículo 20 de esta 
Ley, en donde se contempla que cada Administración podrá autorizar, con carácter extraordinario, 
una tasa específica que sea necesaria para dar complimiento del objetivo previsto en la Ley 20/2021, 
de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo público, 
de que la temporalidad en el empleo público no supere el 8 por ciento de las plazas de naturaleza 
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estructural en cada uno de sus ámbitos, siempre que venga justificado de acuerdo con el instrumento 
de planificación plurianual con que deberá contar.

-Cada Administración podrá autorizar, con carácter extraordinario, una tasa específica que 
sea necesaria para dar cumplimiento del objetivo previsto en la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de 
medidas urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo público, de que la temporalidad 
en el empleo público no supere el 8 por ciento de las plazas de naturaleza estructural en cada uno de 
sus ámbitos, siempre que venga justificado de acuerdo con el instrumento de planificación plurianual 
con que deberá contar.

-Se establecen las reglas para la tasa de reposición de efectivos (art. 20. Tres).

-Se establecen limitaciones a la contratación temporal (art. 20.Cinco):

*La contratación de personal laboral, así como los nombramientos de personal funcionario y 
estatutario habrán de realizarse con carácter fijo, indefinido o permanente, según proceda.

*No se podrá contratar personal temporal, ni realizar nombramientos de personal estatutario 
temporal y de personal funcionario interino excepto en casos excepcionales y para cubrir necesidades 
urgentes e inaplazables.

*La contratación de personal temporal se vincula a los supuestos contemplados en el Estatuto 
de los Trabajadores (en su redacción dada por el Real Decreto Ley 32/2021, de 28 de diciembre) 
y en el Estatuto Básico del Empleado Público (en su redacción dada por la Ley 20/2021, de 28 de 
diciembre).

-Disposiciones adicionales vigésima, vigésima primera y vigésima segunda: Se regula la 
posibilidad, con las limitaciones y requisitos que se contemplan, de que las sociedades mercantiles 
públicas, las entidades públicas empresariales a que se refiere el artículo 19. Uno, de la Ley de 
Presupuestos, y las fundaciones del sector público y consorcios puedan proceder a la contratación de 
nuevo personal.

-La masa salarial del personal laboral del sector público estatal (art. 24) no podrá experimentar 
un crecimiento superior al establecido en el artículo 19.Dos de esta Ley, sin perjuicio de lo que 
pudiera derivarse de la consecución de los objetivos asignados a cada Departamento ministerial, 
Organismo Público, resto de entes públicos, sociedades mercantiles estatales, fundaciones del sector 
público estatal y consorcios participados mayoritariamente por las Administraciones y Organismos 
que integran el sector público estatal, mediante el incremento de la productividad o modificación 
de los sistemas de organización del trabajo o clasificación profesional, previo el informe favorable 
del Ministerio de Hacienda y Función Pública a través de la Secretaría de Estado de Presupuestos y 
Gastos.

-Tampoco experimentarán un incremento superior al establecido en el artículo 19.Dos las 
retribuciones de cualquier otro personal vinculado mediante una relación de carácter laboral no 
acogido a convenio con independencia de su tipología, modalidad o naturaleza, incluido el personal 
directivo del sector público.

-Con carácter previo al inicio de la negociación colectiva, será necesario el informe sobre la 
masa salarial (art. 24. Tres). 

El Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de la Secretaría de Estado de Presupuestos 
y Gastos, informará con carácter preceptivo y vinculante la masa salarial y la acción social de los 
Departamentos ministeriales, Organismos, Agencias estatales, entidades públicas empresariales y 
demás entes públicos, de las sociedades mercantiles estatales, de las fundaciones del sector público 
estatal, y de los consorcios participados mayoritariamente por las Administraciones y Organismos que 



193

Crónica Legislativa, Doctrina Judicial y Noticias Bibliográficas

integran el sector público estatal, así como de las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social y sus 
centros mancomunados.

El informe de la masa salarial se tendrá en cuenta para determinar, en términos de homogeneidad, 
los créditos correspondientes a las retribuciones del personal laboral afectado y será requisito previo 
para el comienzo de las negociaciones de convenios o acuerdos colectivos.

Lo previsto en los párrafos anteriores representa el límite máximo de la masa salarial, cuya 
distribución y aplicación individual se producirá, en su caso, a través de la negociación colectiva.

En aquellos casos en los que el Convenio Colectivo regule la forma de distribuir el incremento 
retributivo establecido en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, no será necesario el informe 
previo de masa salarial para la aplicación del incremento, ya que esta no requiere negociación 
colectiva.

En los casos en los que no esté regulado en el Convenio Colectivo la forma de distribuir 
el incremento retributivo, será necesario el informe de masa salarial como requisito previo para la 
negociación del mismo. 

Por otra parte, en estos supuestos, los acuerdos de distribución que se limiten a aplicar el 
incremento máximo establecido por la Ley de Presupuestos Generales del Estado homogéneamente 
para todos los trabajadores y en todos los conceptos retributivos, salvo los no incrementables conforme 
a la Ley y/o al Convenio Colectivo aplicable, no requerirán los informes previstos en el artículo 35, 
si bien se deberán remitir para conocimiento de las Secretarías de Estado de Presupuestos y Gastos y 
de Función Pública.

-Por lo que se refiere a la determinación de las condiciones laborales del personal laboral al 
servicio del sector público estatal (art. 34):

La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos aprobará las Pautas para la 
negociación colectiva en el sector público estatal para el ejercicio 2023, a las que estarán sujetas 
las entidades públicas empresariales y demás entes públicos del sector público estatal, sociedades 
mercantiles estatales, fundaciones del sector público estatal, consorcios participados mayoritariamente 
por el sector público estatal y mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social y sus centros mancomunados.

Una vez autorizadas las Pautas para la negociación colectiva en el sector público estatal para 
el ejercicio 2023, con carácter previo al inicio de las negociaciones, deberá recabarse informe de la 
Secretaría de Estado de Función Pública sobre las líneas de negociación y las principales medidas 
que se pretenden plantear en la negociación colectiva, previo informe de la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos sobre impacto presupuestario.

Una vez emitido dicho informe, se podrá iniciar la negociación colectiva con la representación 
legal de los trabajadores. La negociación colectiva deberá ajustarse a la propuesta informada.

Todos los acuerdos, convenios, pactos o cualesquiera otros instrumentos de negociación 
colectiva similares, así como las medidas que se adopten en su cumplimiento o desarrollo, cuyo 
contenido se refiera a gastos imputables al capítulo de gastos de personal de los presupuestos de 
las entidades públicas empresariales, y demás entes públicos del sector público estatal, sociedades 
mercantiles estatales, fundaciones del sector público estatal, consorcios participados mayoritariamente 
por el sector público estatal y mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad social y sus centros mancomunados así como a demás condiciones de trabajo, requerirán, 
para su plena efectividad, de la autorización del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de 
la Secretaría de Estado de Función Pública, previo informe de la Secretaría de Estado de Presupuestos 
y Gastos sobre impacto presupuestario, siendo nulos de pleno derecho los que se alcancen sin dicha 
autorización, sin que de los mismos pueda en ningún caso derivarse, directa o indirectamente, 
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incremento del gasto público en materia de costes de personal y/o incremento de retribuciones por 
encima del autorizado en el artículo 19 de esta Ley.

4. El Título IV, «De las pensiones públicas»:

1º) El Capítulo I se refiere al criterio para la revalorización de las pensiones abonadas por el 
sistema de la Seguridad Social, así como las de Clases Pasivas (art. 35). 

-No se fija el porcentaje de incremento sino que se establece el procedimiento para su 
determinación. 

-De este modo, las pensiones experimentarán un incremento porcentual igual al valor medio 
de las tasas de variación interanual expresadas en tanto por ciento del Índice de Precios al Consumo 
de los doce meses previos a diciembre de 2022.

2º) El Capítulo II está dedicado a regular la determinación inicial de las pensiones del Régimen 
de Clases Pasivas del Estado y especiales de guerra (art. 36 y 37).

3º) El Capítulo III recoge los criterios señalados en el Capítulo I para la fijación de las pensiones 
máximas, estableciendo las limitaciones en el señalamiento inicial de las pensiones públicas.

4º) El Capítulo IV reitera los mismos criterios para la revalorización de las pensiones 
contributivas abonadas por el sistema de la Seguridad Social, así como las de Clases Pasivas. 
Asimismo, se determinan las pensiones que no se revalorizan (arts. 39 a 41).

5º) El Capítulo V se refiere al sistema de complementos por mínimos, que contiene dos 
artículos relativos, respectivamente, a pensiones de Clases Pasivas y pensiones del sistema de la 
Seguridad Social (arts. 42 y 43).

6º) El Capítulo VI establece de una parte, la determinación inicial y revalorización de las 
pensiones no contributivas de la Seguridad Social (art. 44) y, de otra, la fijación de la cuantía de las 
pensiones del extinguido Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez (art. 45).

5. En el Título VIII, «Cotizaciones Sociales»:

-Se establece la normativa relativa a las bases y tipos de cotización de los distintos regímenes 
de la Seguridad Social, procediendo a su actualización.

El Título consta de tres artículos relativos, respectivamente, a:

*Art. 122 «Bases y tipos de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Protección por cese 
de actividad, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional durante el año 2023»: 

-Se establecen los topes máximo (4.495,50 euros mensuales) y mínimo (cuantía del salario 
mínimo interprofesional vigente en cada momento, incrementada en un sexto, salvo disposición 
expresa en contrario) de las bases de cotización para 2023.

-Se fijan las bases y tipos de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Protección por cese 
de actividad, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional.

-En el art. 122. Diez se establece que “En caso de causarse derecho a la prestación del Mecanismo 
RED a que se refiere la disposición adicional cuadragésima primera del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, la base de cotización a la Seguridad Social para la determinación de 
la aportación de los trabajadores por los que exista obligación legal de cotizar será el promedio de las 
bases de cotización en la empresa en la que se aplique el mecanismo de contingencias de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales, correspondientes a los 180 días inmediatamente anteriores a 
la fecha de inicio de aplicación de la medida a la persona trabajadora. En caso de no acreditar 180 días 
de ocupación cotizada en dicha empresa, la base de cotización se calculará en función de las bases 
correspondientes al periodo inferior acreditado en la misma”.
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-En el art. 122. Catorce se establece la cotización correspondiente al mecanismo de equidad 
intergeneracional. Conforme a lo dispuesto en la disposición final cuarta de la Ley 21/2021, de 28 
de diciembre, de garantía del poder adquisitivo de las pensiones y de otras medidas de refuerzo 
de la sostenibilidad financiera y social del sistema público de pensiones, a partir del 1 de enero de 
2023 se efectuará una cotización de 0,6 puntos porcentuales aplicable a la base de cotización por 
contingencias comunes en todas las situaciones de alta o asimiladas a la de alta en el sistema de la 
Seguridad Social en las que exista obligación de cotizar para la cobertura de la pensión de jubilación. 
Cuando el tipo de cotización deba ser objeto de distribución entre empleador y trabajador, el 0,5 por 
ciento será a cargo del empleador y el 0,1 por ciento a cargo del trabajador.

*«Cotización a las Mutualidades Generales de Funcionarios para el año 2023» (art. 123).

*«Cotización a derechos pasivos» (art. 124).

6. La Disposición adicional vigésima cuarta regula los procesos selectivos de cambio de 
régimen jurídico del personal laboral fijo del anexo II del IV Convenio colectivo único para el 
personal laboral de la Administración General del Estado, que desempeña funciones o actividades 
reservadas al personal funcionario.

7. Disposiciones adicionales trigésima sexta, trigésima séptima y trigésima novena: En 
relación con diversas prestaciones sociales públicas, se establecen las cuantías de las prestaciones 
familiares de la Seguridad Social y complemento de pensiones contributivas para la reducción de la 
brecha de género, de los subsidios económicos contemplados en el texto refundido de la Ley General 
de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social (RD-Legislativo 1/2013, 
de 29 de noviembre), y las pensiones asistenciales y se fija la revalorización de las prestaciones 
económicas reconocidas al amparo de la Ley 3/2005, de 18 de marzo, a las personas de origen español 
desplazadas al extranjero durante la Guerra Civil.

8. Asimismo, se introducen normas relativas al incremento de las prestaciones por gran 
invalidez del Régimen Especial de las Fuerzas Armadas (Disposición adicional trigésima octava) 
y se fija la revalorización para el año 2023 de las ayudas sociales a los afectados por el Virus de 
Inmunodeficiencia Humana (VIH) (Disposición adicional cuadragésima).

9. Disposición adicional cuadragésima primera: Se mantiene el aplazamiento de la aplicación 
de la disposición adicional vigésima octava de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, 
adecuación y modernización del Sistema de la Seguridad Social. 

10. Se establecen diversas medidas de apoyo financiero:

-apoyo a proyectos empresariales de empresas de base tecnológica (creado por el apartado 
2 de la disposición adicional segunda de la Ley 6/2000, de 13 de diciembre, por la que se aprueban 
medidas de estímulo al ahorro familiar y a la pequeña y mediana empresa) (Disposición adicional 
cuadragésima quinta).

-apoyo financiero a pequeñas y medianas empresas (Disposición adicional cuadragésima 
séptima).

-apoyo a los jóvenes emprendedores (Disposición adicional cuadragésima sexta).

-apoyo financiero a pequeñas y medianas empresas del sector audiovisual y de las industrias 
culturales y creativas (Disposición adicional quincuagésima).

-apoyo financiero a personas físicas y jurídicas del sector agroalimentario y pesquero mediante 
el reafianzamiento de los avales otorgados por la Sociedad Anónima Estatal de Caución Agraria 
SAECA, con objeto de facilitar su acceso al crédito (Disposición adicional quincuagésima primera).
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11. La Disposición adicional septuagésima primera se refiere al Fondo de cohesión sanitaria 
y al Fondo de Garantía Asistencial.

Con vigencia indefinida se suspenden los apartados a), b) y d) del artículo 2.1 del Real Decreto 
1207/2006, de 20 de octubre, por el que se regula la gestión del Fondo de Cohesión Sanitaria y se 
establece la naturaleza extrapresupuestaria de dichos apartados.

A partir del 1 de enero de 2023, los gastos derivados de la asistencia sanitaria prestada a 
pacientes residentes en España derivados entre Comunidades Autónomas e Instituto Nacional de 
Gestión Sanitaria y asegurados desplazados a España en estancia temporal, con derecho a asistencia 
a cargo de otro Estado, prestada al amparo de la normativa internacional en esta materia contemplado 
en el artículo 2.1. a), b) y d) del Real Decreto 1207/2006, de 20 de octubre, así como los derivados de 
la asistencia sanitaria contemplada en el Fondo de Garantía Asistencial serán objeto de compensación 
sobre la base de los saldos positivos y negativos resultantes de las liquidaciones realizadas por el 
Ministerio de Sanidad y el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, a través del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social, tomando como período de referencia la actividad realizada 
en el año anterior por cada comunidad autónoma e Instituto Nacional de Gestión Sanitaria.

Al respecto, en esta disposición se establece una extensa y detallada regulación del 
procedimiento correspondiente.

12. Se prevén aportaciones para la financiación de planes de empleo en la isla de La Palma, 
Extremadura y Andalucía y aportaciones financieras del Servicio Público de Empleo Estatal al plan 
Integral de Empleo de Canarias (Disposiciones adicionales octogésima sexta, octogésima séptima, 
octogésima octava y octogésima novena).

13. Se determina el indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM) para 2023, que 
será de 600 euros mensuales (Disposición adicional nonagésima).

14. Se establece una reducción de cuotas a la Seguridad Social en las provincias de Cuenca, 
Soria y Teruel (Disposición adicional nonagésima primera)

-Reducción de cuotas a la Seguridad Social por el ejercicio de una actividad por cuenta ajena 
en las provincias de Cuenca, Soria y Teruel: Esta reducción afectará, durante toda la vigencia del 
contrato, a la contratación indefinida, a tiempo completo, a tiempo parcial o de fijos-discontinuos, de 
personas que causen alta, o que figuren en situación de alta a la entrada en vigor de esta disposición, 
en códigos de cuenta de cotización asignados a empresarios para el alta de trabajadores en el Régimen 
General, excluidos sus sistemas especiales, en las provincias de Cuenca, Soria o Teruel. Estas 
reducciones de cuotas se financiarán con aportaciones del Estado, a cargo de los presupuestos de la 
Seguridad Social.

-Cuota reducida aplicable por el inicio de una actividad por cuenta propia en las provincias 
de Cuenca, Soria y Teruel durante el año 2023: Esta reducción afectará a los trabajadores autónomos 
que, durante el año 2023, causen alta inicial o no hubieran estado en situación de alta en los 2 años 
inmediatamente anteriores, a contar desde la fecha de efectos del alta, en el Régimen Especial de 
la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, y desempeñen toda su 
actividad en las provincias de Cuenca, Soria y Teruel. Se beneficiarán de una cuota reducida por 
contingencias comunes y profesionales, durante los 36 primeros meses naturales inmediatamente 
siguientes a la fecha de efectos del alta, consistente en una cuota única mensual de 80 euros, quedando 
los trabajadores excepcionados de cotizar por cese de actividad y por formación profesional.

15. Se recogen medidas en relación con la financiación de la formación profesional para el 
empleo y específicamente, de la formación profesional para el empleo vinculada al Catálogo Nacional 
de Cualificaciones Profesionales (Disposición adicional nonagésima segunda y nonagésima tercera).
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-Respecto a las medidas dirigidas a la financiación de la formación profesional para el empleo, 
entre otras cosas, se establece que la cuota de formación profesional se destinará a financiar los 
gastos del sistema de formación profesional para el empleo regulados por la normativa vigente, 
incluyendo los correspondientes a programas públicos de empleo y formación y otros que pudieran 
establecerse reglamentariamente, todo ello con el objeto de impulsar y extender entre las empresas y 
los trabajadores ocupados y desempleados una formación que responda a sus necesidades del mercado 
laboral y contribuya al desarrollo de una economía basada en el conocimiento.

El Servicio Público de Empleo Estatal gestionará los programas de formación profesional para 
el empleo, que le correspondan normativamente, con cargo a los créditos en su presupuesto de gastos.

El 50 por ciento, como mínimo, de dichos fondos se destinará inicialmente a la financiación 
de los gastos necesarios para la ejecución de las iniciativas formativas dirigidas prioritariamente a 
trabajadores ocupados no vinculadas con certificados de profesionalidad, las acciones formativas 
dirigidas a la capacitación para el desarrollo de las funciones relacionadas con la negociación colectiva 
y el diálogo social previstas en el artículo 6.8 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, así como los 
gastos de funcionamiento e inversión de la Fundación Estatal para la Formación en el Empleo.

Con carácter específico, se incluyen en este apartado las iniciativas de formación programada 
por las empresas; los permisos individuales de formación; la oferta formativa para trabajadores 
ocupados no vinculada con certificados de profesionalidad, y la formación en las Administraciones 
Públicas.

El 50 por ciento restante se destinará inicialmente a financiar los gastos necesarios para la 
ejecución de las iniciativas formativas dirigidas prioritariamente a trabajadores desempleados no 
vinculadas con certificados de profesionalidad, así como los programas públicos de empleo-formación.

La financiación de la actividad formativa inherente al contrato de formación en alternancia se 
realizará de conformidad con lo establecido en la normativa reglamentaria que regula la impartición 
y las características de la formación recibida por los trabajadores.

Las empresas que cotizan por la contingencia de formación profesional dispondrán de un 
crédito para la formación de sus trabajadores de acuerdo con lo establecido en el artículo 9 de la 
Ley 30/2015, de 9 de septiembre, que resultará de aplicar a la cuantía ingresada por la empresa en 
concepto de formación profesional durante el año 2022 el porcentaje de bonificación que, en función 
del tamaño de las empresas, se establece en esta disposición. Las empresas de 1 a 5 trabajadores 
dispondrán de un crédito de bonificación por empresa de 420 euros, en lugar de un porcentaje.

Asimismo, podrán beneficiarse de un crédito de formación, en los términos establecidos en la 
citada normativa, las empresas que durante el año 2023 abran nuevos centros de trabajo, así como las 
empresas de nueva creación, cuando incorporen a su plantilla nuevos trabajadores. En estos supuestos 
las empresas dispondrán de un crédito de bonificaciones cuyo importe resultará de aplicar al número 
de trabajadores de nueva incorporación la cuantía de 65 euros.

Las empresas que formen a personas afectadas por expedientes de regulación temporal de 
empleo regulados en el artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores o por una de las modalidades del 
Mecanismo RED a las que hace referencia el artículo 47 bis de dicha norma, tendrán derecho a un 
incremento de crédito para la financiación de acciones en el ámbito de la formación programada de la 
cantidad que se indica en dicho apartado, en función del tamaño de la empresa.

Las empresas que durante el año 2023 concedan permisos individuales de formación a sus 
trabajadores dispondrán de un crédito de bonificaciones para formación adicional al crédito anual que 
les correspondería de conformidad con lo establecido en el párrafo primero de este apartado, por el 
importe que resulte de aplicar los criterios determinados por la normativa aplicable.
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-En cuanto a la Financiación de la formación profesional vinculada al Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales, sin perjuicio de otras fuentes de financiación, los fondos provenientes 
de la cuota de formación profesional gestionados por el Ministerio de Educación y Formación 
Profesional se destinarán a financiar los gastos del sistema de formación profesional en las acciones 
formativas vinculadas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, con el objeto de impulsar 
y extender a los trabajadores ocupados y desempleados una formación que responda a sus necesidades 
del mercado laboral y contribuya al desarrollo de una economía basada en el conocimiento.

16. Se establece la Gestión de los servicios y programas establecidos en la letra h) del artículo 
18 del texto refundido de la Ley de Empleo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2015, de 
23 de octubre (que se especifican en esta disposición) por el Servicio Público de Empleo Estatal 
(Disposición adicional nonagésima sexta)

17. La Disposición adicional nonagésima séptima establece nuevamente la suspensión 
del sistema de reducción de las cotizaciones por contingencias profesionales por disminución de 
la siniestralidad laboral. Se suspende la aplicación del sistema de reducción de las cotizaciones 
por contingencias profesionales a las empresas que hayan disminuido de manera considerable la 
siniestralidad laboral, prevista en el Real Decreto 231/2017, de 10 de marzo, para las cotizaciones 
que se generen durante el año 2023. Esta suspensión se extenderá hasta que el Gobierno proceda a la 
reforma del citado real decreto.

18. En la Disposición adicional nonagésima octava se aborda el nivel acordado del sistema 
para la autonomía y la atención a la dependencia.

Durante 2023 se procede al establecimiento del nivel acordado entre la Administración General 
del Estado y las Comunidades Autónomas de financiación del Sistema para la Autonomía y Atención 
a la Dependencia, el cual tendrá una dotación de 783.197.420 € euros que será distribuido a cada 
Comunidad Autónoma de acuerdo con los criterios de reparto que se establezcan en el correspondiente 
Marco de Cooperación Interadministrativa.

Se establece la posibilidad de prever anticipos para la financiación de las actuaciones 
a desarrollar por las Comunidades Autónomas en el marco de los convenios de colaboración que 
formalicen con la Administración General del Estado conforme a la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, 
de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en situación de dependencia 
(Disposición adicional nonagésima novena). 

Se prevé un incremento en el tramo convenido, de la atención a la dependencia.

19. Por su parte, la Disposición adicional centésima sexta establece las cuantías del nivel 
mínimo de protección garantizado por la Administración General del Estado para cada persona 
beneficiaria del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia.

Se procede a la actualización de las cuantías del nivel mínimo de protección garantizado por 
la Administración General del Estado para cada persona beneficiaria del Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia, de grado III, Gran Dependencia; grado II, Dependencia Severa y grado I, 
Dependencia Moderada, que son las siguientes:

•	 Grado III Gran Dependencia 290,00 Euros/mes

•	 Grado II Dependencia Severa 130,00 Euros/mes

•	 Grado I Dependencia Moderada 76,00 Euros/mes

20. Se establecen previsiones sobre la indemnización por residencia del personal al servicio 
del sector público (Disposición transitoria segunda).
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21. En la Disposición transitoria octava se establece el Régimen transitorio aplicable a la 
prestación por desempleo.

Los porcentajes a que se refiere el artículo 270 del texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, se aplicarán 
también a quienes, a la entrada en vigor de esta ley, estuvieran percibiendo la prestación por desempleo.

22. La Ley se cierra con un conjunto de disposiciones finales, en las que se recogen las 
modificaciones realizadas a varias normas legales, entre las que destacan:

A-Modificaciones del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril (Disposición final cuarta).

-Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 11, relativo a la competencia para el 
reconocimiento de derechos pasivos y la concesión de las prestaciones de Clases Pasivas del Estado, 
para establecer que “En los procedimientos administrativos que a tal efecto se tramiten, si no hubiese 
recaído resolución expresa una vez transcurrido el plazo máximo fijado por la norma reguladora del 
procedimiento de que se trate para dictar resolución y notificarla, se entenderá desestimada la petición 
por silencio administrativo”.

-Se da nueva redacción al apartado 3 del artículo 32, en relación con los “Servicios efectivos al 
Estado”, para equiparar al servicio militar obligatorio el servicio social femenino obligatorio a efectos 
de su consideración.

-Se modifican los apartados 4 y 5 y se introduce un apartado 6, nuevo, en el artículo 38, 
relativo a las condiciones del derecho a la pensión de viudedad, en relación con las parejas de hecho. 
Asimismo, se añade una disposición adicional vigésima, nueva, que queda relativa a la pensión de 
viudedad de parejas de hecho en supuestos excepcionales.

-Se da nueva redacción a los apartados 1 y 2 y se añade un nuevo apartado 5 al artículo 41 
en relación con las condiciones del derecho a la pensión de orfandad. Con ella se precisa más la 
regulación establecida y se incluye en este artículo la regulación del supuesto referido a la adopción 
de los hijos e hijas de una causante fallecida como consecuencia de violencia sobre la mujer.

B- Modificaciones del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre (Disposición final 
décimo primera).

Con efectos desde 1 de enero de 2023 y vigencia indefinida, se modifica la letra a) del 
apartado 3 del artículo 5 del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones, en relación con las aportaciones anuales máximas a los planes de pensiones, de forma 
que quedan sometidas a un régimen general (máximo de 1.500 euros anuales para el total de las 
aportaciones y contribuciones empresariales anuales máximas a los planes de pensiones regulados) 
y unos supuestos particulares: 1º. Incremento en 8.500 euros anuales, siempre que tal incremento 
provenga de contribuciones empresariales, o de aportaciones del trabajador al mismo instrumento de 
previsión social por importe igual o inferior a las cantidades que resulten del cuadro establecido en 
esta ley en función del importe anual de la contribución empresarial; 2º. Incremento en 4.250 euros 
anuales, siempre que tal incremento provenga de aportaciones a los planes de pensiones sectoriales 
(previstos en el artículo 67.1 a) LPFP), realizadas por trabajadores por cuenta propia o autónomos 
que se adhieran a dichos planes por razón de su actividad; aportaciones a los planes de pensiones de 
empleo simplificados de trabajadores por cuenta propia o autónomos (previstos en el artículo 67.1.c) 
LPFP); o de aportaciones propias que el empresario individual o el profesional realice a planes de 
pensiones de empleo de los que, a su vez, sea promotor y partícipe.

En todo caso, la cuantía máxima de aportaciones y contribuciones empresariales por aplicación 
de los incrementos previstos en los números 1.º y 2.º anteriores será de 8.500 euros anuales.



Revista de Derecho de la Seguridad Social. Laborum	 nº 33

200

C-Modificaciones del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar 
la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad (Disposición final vigésima primera).

-Se suprime el apartado Tres del artículo 8, que establecía “Desde la entrada en vigor de este 
Real Decreto-ley, quedan suspendidos y sin efecto los Acuerdos, Pactos y Convenios para el personal 
funcionario y laboral, suscritos por las Administraciones Públicas y sus Organismos y Entidades, 
vinculados o dependientes de las mismas, en lo relativo al permiso por asuntos particulares, vacaciones 
y días adicionales a los de libre disposición o de similar naturaleza”.

-Se suprime el artículo 9, relativo a la “Prestación económica en la situación de incapacidad 
temporal del personal al servicio de las Administraciones Públicas, organismos y entidades 
dependientes de las mismas y órganos constitucionales”.

-Se suprime el artículo 10, referido a la “Reducción de créditos y permisos sindicales”.

-Se suprime el artículo 16, por el cual “Se suspenden y quedan sin efecto los acuerdos, pactos 
y convenios para el personal del sector público definido en el artículo 22 de la Ley 2/2012, de 29 
de junio, de Presupuestos generales del Estado, suscritos por las Administraciones públicas y sus 
organismos y entidades que contengan cláusulas que se opongan a lo dispuesto en el presente título”.

-Se suprime la disposición adicional segunda, que asimismo regulaba las “Suspensiones o 
modificaciones de convenios colectivos, pactos o acuerdos que afecten al personal funcionario o 
laboral por alteración sustancial de las circunstancias económicas”, estableciendo que: “A los efectos 
de lo previsto en el artículo 32 y 38.10 del Estatuto Básico del Empleado Público se entenderá, 
entre otras, que concurre causa grave de interés público derivada de la alteración sustancial de las 
circunstancias económicas cuando las Administraciones Públicas deban adoptar medidas o planes 
de ajuste, de requilibrio de las cuentas públicas o de carácter económico financiero para asegurar la 
estabilidad presupuestaria o la corrección del déficit público”.

-Se suprime la disposición adicional décima octava, referido a determinados complementos en 
los supuestos de incapacidad temporal en la Administración del Estado.

-Se suprime la disposición final octava, Derechos sindicales en el ámbito del sector público, 
que establecía que “Las fundaciones, sociedades mercantiles y resto de entidades que conforman 
el sector público deberán efectuar una adecuada gestión, en el marco de la legislación vigente, de 
las materias relacionadas con la creación, modificación o supresión de órganos de representación, 
secciones y delegados sindicales, especialmente en lo que afecta a los créditos horarios, cesiones 
de estos créditos y liberaciones que deriven de la aplicación de normas o pactos que afecten a la 
obligación o al régimen de asistencia al trabajo (…) deberán informar al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas u organismo autonómico competente en relación con estas materias, sin 
perjuicio de la protección de datos de carácter personal”.

-Se suprime la disposición derogatoria, que afectaba a un número importante de disposiciones 
de otras tantas normas legales.

D-Modificaciones de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público (Disposición final vigésima tercera).

Se modifican los arts. 121 y 122, apartado 3, introduciendo algunas precisiones en el régimen 
jurídico de los Consorcios.

E-Modificaciones del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (Disposición final 
vigésima cuarta).

-Con efectos desde la entrada en vigor de esta ley y vigencia indefinida, se suprimen el último 
párrafo del apartado 2 del artículo 32 y el último párrafo del apartado 10 del artículo 38.
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En estos dos preceptos se establece la posibilidad de los órganos de gobierno de las 
Administraciones Públicas de suspender o modificar el cumplimiento de los convenios colectivos y 
acuerdos que afecten al personal laboral y de los Pactos y Acuerdos que afecten a los funcionarios 
públicos, ya firmados, excepcionalmente y por causa grave de interés público derivada de una 
alteración sustancial de las circunstancias económicas. En los dos párrafos que se suprimen se 
establecía que: “A los efectos de los previsto en este apartado, se entenderá, entre otras, que concurre 
causa grave de interés público derivada de la alteración sustancial de las circunstancias económicas 
cuando las Administraciones Públicas deban adoptar medidas o planes de ajuste, de reequilibrio de 
las cuentas públicas o de carácter económico financiero para asegurar la estabilidad presupuestaria o 
la corrección del déficit público”.

-Se modifica también la disposición adicional séptima, en relación con la obligación de 
establecer un Plan para la Igualdad entre mujeres y hombres, precisando que deberá ser objeto de 
negociación, y en su caso acuerdo, con la representación legal de los empleados públicos. También 
se establece que en el plazo de 3 meses se creará un Registro de Planes de Igualdad, adscrito al 
departamento con competencias en materia de función pública.

F-Modificaciones del texto refundido de la Ley General de Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre (Disposición final vigésima quinta).

-Se da nueva redacción al apartado 2. del artículo 95 y al apartado 1. del artículo 96, modificando 
los porcentajes mínimos y máximos para establecer la dotación de las Reservas de Estabilización 
de Contingencias Profesionales, de Contingencias Comunes y por Cese de Actividad, así como la 
aplicación del excedente que resulte después de dotar la Reserva de Estabilización de Contingencias 
Profesionales.

-Se da nueva redacción al art. 103 sobre el Patrimonio de la Seguridad Social, especificando 
que “Asimismo, los inmuebles que forman parte del patrimonio de la Seguridad Social, además de 
estar afectos, con carácter prioritario, a los fines de la Seguridad Social, podrán ser destinados a fines 
de utilidad pública a través de su adscripción, en la forma prevista en el artículo 104, o de la cesión de 
su uso, en la forma prevista en el artículo 107”.

-Se da nueva redacción al artículo 104 y al apartado 4 del art. 107, introduciendo precisiones 
en la regulación de la titularidad, adscripción, administración y custodia del patrimonio único de la 
Seguridad Social.

-Se da nueva redacción al apartado 1 del art. 109, relativo a los recursos generales para la 
financiación de la Seguridad Social, recogiendo las facultades de disposición patrimonial no onerosas 
de los frutos, rentas o intereses y cualquier otro producto de los recursos patrimoniales de la Seguridad 
Social en los supuestos que estos se produzcan.

-Se añade un apartado 3, nuevo, al artículo 118, relativo a la dotación del Fondo de Reserva de 
la Seguridad Social estableciendo que las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social ingresarán 
en el Fondo de Reserva de la Seguridad Social el importe correspondiente al porcentaje del excedente 
que resulte de la gestión de las contingencias profesionales al que se refiere el artículo 96.1.d) LGSS.

-Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 270, en relación con la cuantía de la 
prestación por desempleo: “La cuantía de la prestación se determinará aplicando a la base reguladora 
los siguientes porcentajes: el 70 por ciento durante los ciento ochenta primeros días y el 60 por ciento 
[se incrementa, pues, desde el 50 establecido hasta ahora] a partir del día ciento ochenta y uno”.

-Se añade una disposición transitoria, nueva: “Disposición transitoria trigésima quinta. 
Distribución del excedente y constitución de las reservas de estabilización correspondientes al 
ejercicio 2022. Lo dispuesto en los artículos 95.2, 96.1 y 118.3 será de aplicación a la liquidación de 
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las cuentas anuales correspondientes al ejercicio 2022 que realicen las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social.”

G-Modificaciones de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por 
la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (Disposición final vigésima séptima), 
introduciendo diversas modificaciones relacionadas con los procesos de contratación pública.

H-Modificaciones del Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el 
que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en 
el ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y 
fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales (Disposición final trigésima).

I-Modificaciones del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban 
medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan 
de Recuperación, Transformación y Resiliencia (Disposición final trigésima primera).

J-Modificaciones de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el ingreso 
mínimo vital (Disposición final trigésima segunda).

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida, se añade una disposición 
transitoria novena, nueva, sobre la Incompatibilidad de las pensiones asistenciales reguladas en la Ley 
45/1960, de 21 de julio, con nuevos reconocimientos de la prestación económica del ingreso mínimo 
vital, que establece lo siguiente:

-Desde 1 de enero de 2023 la condición de beneficiario de la prestación económica del ingreso 
mínimo vital será incompatible con las pensiones asistenciales reguladas en la Ley 45/1960, de 21 de 
julio, por la que se crean determinados Fondos Nacionales para la aplicación social del Impuesto y del 
Ahorro, y suprimidas por la Ley 28/1992, de 24 de noviembre, de Medidas Presupuestarias Urgentes, 
que aún sigan percibiéndose.

-A estos efectos, dichas pensiones asistenciales quedarán extinguidas cuando se reconozca a 
sus beneficiarios, a partir del 1 de enero de 2023, la prestación del ingreso mínimo vital, ya sea a título 
individual o como integrantes de una unidad de convivencia. La pensión asistencial se exceptuará 
del cómputo de ingresos y patrimonio al objeto de determinar el derecho a la prestación de ingreso 
mínimo vital así como, en su caso, su cuantía. La extinción de la pensión asistencial tendrá efectos en 
la misma fecha en que tenga efectos económicos la prestación económica del ingreso mínimo vital.

K-Modificaciones de la Ley 16/2022, de 5 de septiembre, de reforma del texto refundido de 
la Ley Concursal, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, para la transposición 
de la Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre 
marcos de reestructuración preventiva, exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas 
para aumentar la eficiencia de los procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración 
de deudas, y por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, sobre determinados aspectos del Derecho de sociedades (Directiva sobre reestructuración e 
insolvencia) (Disposición final trigésima tercera).

Con efectos desde el 1 de enero de 2023 y vigencia indefinida se da una nueva redacción a 
la disposición adicional undécima, relativa a los “Aplazamientos y fraccionamientos de deudas y 
sanciones tributarias estatales en situaciones preconcursales por la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria”.
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1.3.  COTIZACIÓN

-Resolución de 26 de octubre de 2022, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social 
y Pensiones, por la que se establece el plazo especial para el ingreso de las diferencias 
resultantes de la aplicación de la Orden ISM/992/2022, de 11 de octubre, por la que se 
fijan para el ejercicio 2022 las bases normalizadas de cotización a la Seguridad Social, por 
contingencias comunes, en el Régimen Especial de la Seguridad Social para la Minería del 
Carbón (BOE 1-11-2022)

La Resolución establece que las diferencias de cotización resultantes de la aplicación de lo 
dispuesto en la Orden ISM/992/2022, de 11 de octubre, por la que se fijan para el ejercicio 2022 las 
bases normalizadas de cotización a la Seguridad Social, por contingencias comunes, en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social para la Minería del Carbón, respecto de las cotizaciones que, a partir 
de 1 de enero de 2022, se hubieran efectuado hasta el mes anterior al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado», se ingresarán en un único plazo correspondiente al mes de febrero de 2023.

1.4.  ACCIDENTES DE TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES

-Ley 21/2022, de 19 de octubre, de creación de un fondo de compensación para las víctimas 
del amianto (BOE 20-10-2022)

Esta Ley crea el Fondo de Compensación para las Víctimas del Amianto, que será gestionado 
por el Instituto Nacional de la Seguridad Social, para la reparación íntegra de los daños y perjuicios 
sobre la salud resultantes de una exposición al amianto padecidos por toda persona en su ámbito 
laboral, doméstico o ambiental en España, así como a sus causahabientes en los términos establecidos 
en la presente ley.

Como se explica en la Exposición de Motivos, en el conjunto del Estado español entre los 
años 1994 y 2008 el número de fallecimientos vinculados directamente al amianto fue de 3.943. Si 
se hace una estimación del número anual de casos de patologías por amianto, entre los años 2003 y 
2009 podrían haberse producido 7.154 casos a indemnizar en sus diferentes modalidades. Se puede 
deducir que hasta 2023 seguiremos con un número ascendente de casos, lo que pone más en evidencia 
la necesidad de poner en marcha en nuestro país un fondo de compensación como los existentes en 
Francia, Holanda o Bélgica. Las previsiones indican que a partir del 2023 se estabilizarán las cifras y 
se iniciará una rápida tendencia descendente. 

Si bien el amianto actualmente ya no existe como problema preventivo, el problema radica 
fundamentalmente en las enfermedades derivadas de antiguas exposiciones que afloran y seguirán 
aflorando aún con más intensidad. Los daños sufridos están derivando en una gran litigiosidad que 
se refiere o afecta a trabajadores y trabajadoras que hayan podido estar en relación con el amianto. 
Además hay que tener en cuenta los contactos fuera del ámbito laboral, dentro del ámbito familiar 
(por lavado de ropa en casa) o ambiental, que no regula ahora el sistema.

Además, el principal problema es que muchas empresas donde se produjo la exposición ya 
han desaparecido cuando la enfermedad se manifiesta (se trata de exposiciones que se produjeron de 
20 a 50 años antes); o bien los trabajadores y trabajadoras han podido prestar servicios en diferentes 
empresas a lo largo de su vida laboral, lo que dificulta la identificación de la exposición concreta 
que generó la enfermedad. Ello supone una dificultad añadida en la identificación de las empresas 
responsables del pago de las indemnizaciones que pueden corresponder a los afectados y las afectadas.

Por todo ello se hace necesaria la creación de un fondo de compensación sin culpa. Este fondo 
de compensación conseguirá que aquellas familias o trabajadores y trabajadoras afectadas que tienen 
vedada la vía judicial, por no tener empresa a la que reclamar la indemnización, vean compensado el 
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daño. Otro problema añadido es la judicialización de los procesos. Las víctimas han de luchar en los 
juzgados, para reclamar sus derechos, con los organismos de la Seguridad Social y con las mutuas, lo 
que conlleva un coste económico importante por parte de las familias, además del coste emocional.

La Ley define el marco regulador de este Fondo de Compensación, pero no establece la cuantía 
de las indemnizaciones. El artículo 3 de esta Ley establece que las personas que resulten beneficiarias 
tendrán derecho a las compensaciones que se determinen reglamentariamente.

Conforme al artículo 6, serán beneficiarias de la reparación íntegra a cargo del Fondo de 
Compensación para las Víctimas del Amianto por los daños y perjuicios sobre la salud resultantes de 
una exposición al amianto padecidos en ámbito laboral, doméstico o ambiental en España:

a)  Las personas que hayan obtenido el reconocimiento de una enfermedad profesional 
ocasionada por el amianto.

b)  Las personas con una enfermedad que no pueda ser reconocida como profesional, pero 
de la cual se haya determinado o pueda determinarse que su causa principal o coadyuvante haya sido 
su exposición al amianto.

c)  Las personas causahabientes de los beneficiarios mencionados en las letras anteriores, en 
los términos que se determinen reglamentariamente.

El diagnóstico y la valoración de la enfermedad, su calificación y revisión, así como la 
determinación de su causa o del fallecimiento se realizarán por los equipos de valoración que se 
determinen reglamentariamente.

La Ley determina los recursos económicos de los que dispondrá el Fondo de Compensación 
para las Víctimas del Amianto para el cumplimiento de sus fines, y ordena el procedimiento de gestión 
de las compensaciones financiadas por el Fondo. 

La solicitud deberá ir acompañada de los documentos acreditativos de la enfermedad y 
lesiones padecidas, así como de que han sido originadas o han podido serlo por la exposición al 
amianto, incluidos los certificados médicos, informe sanitario del PIVISTEA, así como todos los 
documentos necesarios para probar la realidad de la exposición al amianto. No obstante, cuando se 
hubiera determinado el origen profesional de la enfermedad, el solicitante adjuntará a la petición 
exclusivamente la resolución de reconocimiento. En su caso, también se acompañará de la información 
relativa a las acciones judiciales y extrajudiciales que estén en curso en el momento de la solicitud, 
así como de las prestaciones o compensaciones reconocidas como consecuencia de su exposición al 
amianto.

En el plazo de tres meses, a contar desde la presentación de la solicitud, el Instituto Nacional 
de la Seguridad Social formulará al solicitante una propuesta de resolución, indicando la evaluación 
establecida sobre la enfermedad padecida, lesiones, causa de las lesiones o del fallecimiento, en su 
caso, discapacidad que se reconoce y compensación que corresponde.

En el caso de falta de conformidad con la propuesta por parte del solicitante, el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social emitirá resolución desestimando la solicitud. De ser aceptada la 
propuesta, la citada entidad emitirá resolución estimando la procedencia de la compensación en los 
términos propuestos y el Fondo de Compensación para las Víctimas del Amianto se subrogará en 
todas las acciones y derechos que correspondan a los beneficiarios.

De no recaer resolución expresa en el plazo de seis meses, o si transcurrido dicho plazo no se 
hubiera pronunciado el solicitante admitiendo la propuesta, se entenderá desestimada la solicitud por 
silencio administrativo. En todo caso se deberá dictar resolución expresa.

La Disposición adicional única establece que la puesta en marcha e inicio de actividades del 
Fondo de Compensación para las Víctimas del Amianto tendrá lugar el mismo día en que entre en 
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vigor el reglamento de desarrollo de la presente ley, que deberá dictarse en el plazo de tres meses 
desde su publicación en el BOE. 

1.5.  PENSIONES

-Ley 24/2022, de 25 de noviembre, para el reconocimiento efectivo del tiempo de prestación 
del servicio social de la mujer en el acceso a la pensión de jubilación parcial (BOE 26-11-
2022)

En el artículo único de esta Ley se modifica, por una parte, el párrafo primero de la letra d) del 
apartado 2 del artículo 215 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, sobre los requisitos para acceder a la jubilación 
parcial, otorgando al servicio social femenino los mismos efectos que la LGSS ya establece para la 
prestación del servicio militar obligatorio y para la prestación social sustitutoria en el acceso a la 
jubilación anticipada (cómputo de dichos períodos, con el límite máximo de un año, para acreditar el 
período de cotización de treinta y tres años en la fecha del hecho causante de la jubilación parcial).

En el mismo sentido se modifica la letra f) del apartado 6 de la disposición transitoria cuarta 
LGSS, también respecto a los requisitos para el acceso a la jubilación parcial, en relación con la 
“aplicación de legislaciones anteriores para causar derecho a pensión de jubilación”. 

El cómputo del servicio social femenino obligatorio, con el límite de un año, a los efectos de 
acreditar el período mínimo de cotización efectiva exigido ya fue establecido por la Ley 21/2021, de 
28 de diciembre, de garantía del poder adquisitivo de las pensiones y de otras medidas de refuerzo de 
la sostenibilidad financiera y social del sistema público de pensiones, en la modificación que efectúa 
en la LGSS, para acceder a la jubilación anticipada por causa no imputable a la persona trabajadora y 
a la jubilación anticipada por voluntad de la persona interesada (artículos 207.1, letra c) y 208.1, letra 
b), respectivamente, LGSS).

Modificación con la que se recoge legalmente lo que ya resolvió la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo, en STS 338/2020, de 6 de febrero, dictada en recurso de casación para unificación 
de doctrina, que reconoció el cómputo de los días de prestación del servicio social de la mujer a efectos 
de completar el período mínimo de cotización para acceder a la pensión de jubilación anticipada. Con 
dicha reforma legal se corrigió el grave quebranto que para las mujeres apartadas de este beneficio 
suponía el tener que pleitear contra el Instituto Nacional de la Seguridad Social para conseguirlo, no 
siempre con éxito, lo que infligía el principio de seguridad jurídica consagrado en el artículo 9.3 de 
nuestro texto constitucional.

No obstante, este avance legislativo en lo que se refiere a la jubilación anticipada en relación 
con el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres no encontraba correspondencia en 
el artículo 215.2, letra d), de la LGSS, que continuaba sin contemplar el tiempo del servicio social 
femenino en el cómputo de los años requeridos para el acceso a la jubilación parcial, cuando sí recogía 
el tiempo de prestación del servicio militar o prestación social sustitutoria, situando a las mujeres en 
peor derecho que a los hombres para el acceso a esta pensión.

Si bien, como señaló la STS 338/2020, una lectura compatible de los artículos de la LGSS 
reseñados con el principio de no discriminación por razón de sexo recogido en el artículo 14 de la 
Constitución (principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres que informa 
e integra la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, como establece el artículo 4 de la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres), debiera haber 
llevado a la consideración de que el tiempo de prestación del servicio social de la mujer es equiparable 
al tiempo del servicio militar o de la prestación social sustitutoria realizado por los hombres a efectos 
del cómputo para el acceso a las pensiones, sin embargo no había operado con la misma finalidad 
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protectora -aunque concurren en dichas prestaciones las mismas notas de «período de trabajo activo 
prestado al Estado, en beneficio y por orden de éste, excluido legalmente de cotización» (Fj 2 STS 
338/2020)-, por lo que fue necesaria la reforma (por la Ley 21/2021) de los artículos referidos a la 
jubilación anticipada para otorgar al servicio social femenino los mismos efectos que a la prestación 
del servicio militar obligatorio o la prestación social sustitutoria, eliminando la litispendencia. 

Sin embargo, el reconocimiento de efectos del tiempo del servicio social femenino en la 
acreditación de los años para el acceso a la jubilación parcial no se llevó a cabo en la reforma operada 
por la Ley 21/2021. Por ello, en cumplimiento de las normas nacionales e internacionales que obligan 
a la igualdad de trato entre mujeres y hombres, y de la Recomendación 17 del «Pacto de Toledo» 
(referida a «Mujer y Seguridad Social»), que conmina a la adopción de medidas estructurales para 
conseguir la equiparación de la cobertura por pensiones entre mujeres y hombres, así como a hacer 
efectivo el principio de transversalidad en la elaboración de cualquier norma o política al objeto de 
evitar el impacto de género negativo, la presente ley otorga al tiempo de prestación del servicio social 
femenino los mismos efectos en el acceso a la jubilación parcial que en el acceso a la jubilación 
anticipada.

Se aprovecha, además, esta Ley para modificar la Disposición adicional trigésima octava LGSS 
sobre “Gastos de manutención y gastos y pluses de distancia por desplazamiento de los músicos”. Así, 
la Disposición final primera de esta Ley añade un apartado dos a la disposición adicional trigésima 
octava LGSS, conforme al cual “En caso de que se haya producido un pronunciamiento judicial 
firme que tenga causa en procedimientos sancionadores y de liquidación de cuotas a la Seguridad 
Social antes de la entrada en vigor de la Ley 14/2021, de 11 de octubre, por la que se modifica el Real 
Decreto Ley 17/2020, de 5 de mayo, por la que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de 
carácter tributario para hacer frente al impacto económico y social del COVID-2019, se procederá a 
la condonación de la deuda siempre y cuando no hayan transcurrido más de 5 años desde la fecha de 
levantamiento del Acta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social”.

1.6.  PRESTACIONES NO CONTRIBUTIVAS

-Orden ISM/1055/2022, de 31 de octubre, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, por el que se aprueba el Plan para la 
reordenación y simplificación del sistema de prestaciones económicas no contributivas de 
la Administración General del Estado (BOE 4-11-2022)

Mediante esta Orden se da publicidad al Plan para la reordenación y simplificación del sistema 
de prestaciones económicas no contributivas de la Administración General del Estado, adoptado por 
Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en su reunión del día 31 
de octubre de 2022 (el texto del Acuerdo se recoge como Anexo I a esta Orden).

Con dicho Plan se pretende dar cumplimiento al hito 319 del Plan de Recuperación 
Transformación y Resiliencia del Reino de España, relativo a la reforma 5 del componente 22 del 
Plan se refiere a la Publicación en el «Boletín Oficial del Estado» del Plan para la reordenación y 
simplificación del sistema de prestaciones económicas no contributivas de la Administración General 
del Estado, debiendo cumplirse antes de que finalice el tercer trimestre de 2022. El hito 320, también 
referido al C22.R5, se refiere a la entrada en vigor de legislación para reorganizar y simplificar el 
sistema de prestaciones económicas no contributivas, debiendo cumplirse antes del cuarto trimestre 
de 2023.

El texto del Plan se incluye como anexo II a esta orden.

Para la consecución de los objetivos, el plan presenta los siguientes direccionamientos básicos: 
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1.  Desarrollar y ampliar el IMV para convertirlo en la prestación base del sistema de garantía 
de ingresos mínimos.

2.  Simplificar las ayudas actuales entorno a él para lo que será necesario evaluar los 
parámetros que garanticen la equidad que persigue el plan.

3.  Establecer una gobernanza más eficiente entre los distintos órganos gestores, que requerirá 
de un sistema de información ágil, con la información y la toma de decisiones con datos como eje del 
diseño de prestaciones.

Aspectos fundamentales del Plan:

1. El Plan hace referencia exclusiva a todas las prestaciones monetarias de la Administración 
General del Estado de naturaleza no contributiva sujetas a la comprobación de recursos y a las 
prestaciones universales que tienen influencia o foco en las personas desfavorecidas: Complemento de 
Ayuda para la Infancia (CAPI); PNC de jubilación y discapacidad y complemento de alquiler; Ingreso 
Mínimo Vital (IMV); Prestaciones familiares de pago único; Subsidio por nacimiento; Asignación 
económica por hijo a cargo con discapacidad.

2. Quedan excluidas del alcance del plan las prestaciones de carácter semicontributivo, esto es, 
las relativas a complementos mínimos de pensiones y de apoyo a desempleados.

Tampoco se entienden como parte del plan y del sistema de prestaciones monetarias no 
contributivas, aquellas prestaciones que son sustitutivas de un servicio o están destinadas a pagarlo 
directa o indirectamente. No obstante, cualquier modificación de las prestaciones que forman parte 
de este perímetro tendrá consecuencias sobre otras prestaciones monetarias y políticas de inclusión.

3. El plan tiene los siguientes objetivos: mejorar la equidad de las prestaciones no contributivas, 
ampliando su cobertura y generosidad; incrementar su eficiencia a través de la focalización en 
actividades de inclusión socio laboral que eviten trampas de pobreza; facilitar la accesibilidad, de 
forma que el usuario pueda acceder a un esquema simplificado de prestaciones; lograr mayores niveles 
de agilidad que faciliten la activación y solventar aspectos de inconsistencia interna del modelo.

Se toma como referencia a países de nuestro entorno, en los que las iniciativas de reordenación 
de prestaciones no contributivas tienden a seguir un esquema de integración en torno a una prestación 
que actúa como base de la garantía de ingresos, una prestación de rentas mínimas similar al ingreso 
mínimo vital.

4. El plan promueve el estudio y la reordenación de prestaciones hoy orientadas a colectivos 
específicos y su potencial integración en el concepto y esquema general que supone el IMV, en forma 
de complementos, que deberían dar respuesta a tres de las causas principales de exclusión económica: 

•	 la vejez, 

•	 la discapacidad y

•	 las familias vulnerables con niños.

5. La redacción de este plan, además de apoyarse en la estructura que han venido desarrollando 
los países de nuestro entorno, propone tomar como referencia el ejemplo de la transformación puesta ya 
en marcha de la ayuda a la infancia, pasando de la prestación familiar, más conocida como prestación 
por hijo a cargo, al complemento de ayuda para la infancia (CAPI), integrado en el esquema del IMV. 
La prestación familiar se cierra definitivamente el 31 de diciembre de 2022 y el CAPI todavía necesita 
unos meses para terminar el despliegue completo.

6. En cuanto a las Directrices del plan: El esquema general debe dar respuesta a las tres causas 
de riesgo de exclusión económico antes mencionadas, esto es, la vejez, la discapacidad y las familias 
vulnerables con hijos.
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7. Respecto al Plan de trabajo: 

-Se parte de la base de que un plan de estas características requiere de un tiempo significativo 
para su puesta en marcha, dado que la existencia de un régimen transitorio supone una convivencia 
paralela entre un nuevo sistema y las prestaciones pertenecientes al sistema antiguo. Además, la 
experiencia pasada nos demuestra que esta convivencia genera dinámicas con poca flexibilidad, dado 
que las prestaciones extintas abandonan el sistema muy lentamente.

Por otro lado, la experiencia internacional muestra que los cambios en los sistemas de 
prestaciones no contributivas, además de su complejidad, requieren de un importante tiempo de 
implantación. 

Por todo ello, el plan para la puesta en marcha requerirá de un tiempo de concreción de las 
medidas a implantar, así como la gestión de los impactos que los cambios de las prestaciones tendrán 
en los beneficiarios, actuales y futuros.

-Se plantea un calendario en fases:

•	 Fase 1. Preparación del trabajo que culmine en un plan de ejecución (2023-2025).

•	 Fase 2. Ejecución del plan (2026-máx. 2030: Despliegue escalonado del plan).

1.7.  MUTUAS COLABORADORAS CON LA SEGURIDAD SOCIAL

-Resolución de 7 de noviembre de 2022, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social 
y Pensiones, por la que se prorroga para 2023 la planificación general de las actividades 
preventivas de la Seguridad Social a desarrollar por las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social establecida para 2022 en la Resolución de 29 de abril de 2022 (BOE 17-
11-2022)

Se establece la prórroga para 2023 de la planificación general de las actividades preventivas 
a desarrollar por las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social determinada en la Resolución de 
29 de abril de 2022, con las particularidades correspondientes que procedan derivadas del hecho de 
que las actividades a realizar y las previsiones para su ejecución han de estar referidas al próximo año 
2023.

Respecto al Programa de asesoramiento técnico a PYMES y empresas de sectores preferentes 
(a las que se refiere el apartado primero.1 de la Resolución de 29 de abril de 2022), para el desarrollo 
durante 2023 de las actividades que comprende este programa se seguirán tomando como referencia 
los índices de accidentalidad de 2021 y las divisiones de actividad y los sectores de actividad que 
figuran en los anexos I y II de la Resolución de 29 de abril de 2022.

Las actividades preventivas de 2023 se financiarán por las mutuas con las disponibilidades 
presupuestarias existentes para ese año, sin que los importes del presupuesto de gastos que se destinen 
a su ejecución por cada mutua puedan superar el 0,7 por ciento de sus ingresos por cuotas efectivamente 
cobradas relativas a las contingencias profesionales del último ejercicio liquidado previo al plan de 
actividades preventivas.

El plazo de presentación por las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social del plan 
de actividades preventivas se deberá realizar en el período comprendido entre los días 16 y 31 de 
diciembre de 2022. En el plan que se presente se especificarán los sectores y las empresas a los que 
van dirigidos, así como el número de trabajadores afectados y el coste previsto de desarrollo de cada 
uno de los programas y actividades.

Las mutuas, en la elaboración de sus planes de actividades preventivas, habrán de tener 
en cuenta las especificidades existentes en las comunidades autónomas que, en su caso, se hayan 
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comunicado por las mismas de acuerdo con lo previsto en el artículo 6.2 del Real Decreto 860/2018, 
de 13 de julio.

Durante el primer trimestre del año 2024, las mutuas deberán facilitar a la Dirección General 
de Ordenación de la Seguridad Social información detallada sobre la ejecución del plan, que incluirá 
información sobre el grado de ejecución de cada uno de los programas y actividades incluidos en el 
plan, así como sobre el coste de ejecución de cada uno de ellos.

1.8.  MUTUALISMO ADMINISTRATIVO

-Orden JUS/1052/2022, de 31 de octubre, por la que se regula el procedimiento para el 
reconocimiento de los derechos derivados de enfermedad profesional y de accidente en 
acto de servicio o como consecuencia de él, en el ámbito del mutualismo administrativo 
gestionado por la Mutualidad General Judicial (BOE 4-11-2022)

El artículo 61 del Reglamento General del Mutualismo Administrativo, aprobado por Real 
Decreto 375/2003, del 28 de marzo, establece que el reconocimiento de los derechos derivados de 
enfermedad profesional y de accidente en acto de servicio o como consecuencia de él, a los efectos del 
mutualismo administrativo, se realizará por la Mutualidad General, con carácter previo o simultáneo 
a la concesión de las prestaciones derivadas de tales contingencias.

Esta Orden desarrolla el procedimiento previsto en el artículo 59 del Reglamento del 
Mutualismo Judicial aprobado por Real Decreto 1026/2011, de 15 de julio, que regula el reconocimiento 
de los derechos derivados de enfermedad profesional y de accidentes en acto de servicio, para el 
reconocimiento de estos derechos. 

Conforme a la citada norma, dicho reconocimiento se instrumentará a partir de un expediente 
dirigido a averiguar las causas que dieron lugar a las lesiones o a las circunstancias en que se inició la 
patología, así como a establecer la relación de causalidad entre éstas y el servicio o tarea desempeñados 
por el o la mutualista. El expediente, que se iniciará a solicitud del interesado o de la interesada o 
de oficio por el órgano competente para expedir, en su caso, la licencia por enfermedad del o de 
la mutualista afectado o afectada, será instruido por dicho órgano, con arreglo a las normas que al 
efecto se establezcan por orden del Ministro o de la Ministra de Justicia. La orden determinará las 
especificaciones que habrá de contener el informe resultante de la instrucción, incluida la posibilidad 
de que el mencionado órgano lleve a cabo actuaciones complementarias.

Con esta orden se cumple esta previsión reglamentaria y se desarrolla el procedimiento 
que los Órganos de Personal del departamento, en el que estén destinados o destinadas los o las 
mutualistas, recogidos en el artículo 3 del Reglamento del Mutualismo Judicial aprobado por Real 
Decreto 1026/2011, de 15 de julio, y la propia Mutualidad han de seguir para la realización de la 
actividad jurídica conducente, por una parte y con carácter previo, a la determinación de la existencia 
del hecho causante del accidente en acto de servicio o como consecuencia de él o de la enfermedad 
profesional y la relación de causalidad con el servicio desempeñado y por otra, al reconocimiento de 
los derechos y concesión de las prestaciones, que garanticen la protección del o de la mutualista ante 
estas contingencias.

La Orden regula:

1-El expediente de averiguación de causas (Capítulo II)

2-El procedimiento para el reconocimiento de los derechos derivados de enfermedad 
profesional y de accidente en acto de servicio o como consecuencia de él y para la concesión de las 
prestaciones derivadas de las contingencias (Capítulo III). En relación con esto, se regula:
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-El procedimiento para el reconocimiento de los derechos derivados de enfermedad profesional 
y de accidente en acto de servicio o como consecuencia de él (Sección 1.ª)

-El procedimiento para la concesión de las prestaciones derivadas de las contingencias (Sección 
2.ª), diferenciando: Supuestos en que se precisen prestaciones de asistencia sanitaria (Subsección 1.ª) 
y Supuestos en que se originen lesiones permanentes no invalidantes (Subsección 2.ª)

3-Los plazos para resolver y efectos de la falta de resolución expresa (Capítulo IV)

4-La Disposición adicional primera establece la aplicación de la normativa del Régimen de 
Clases Pasivas y del Régimen General de la Seguridad Social, en función del régimen al que esté 
adscrito el o la mutualista a efectos de jubilación, cuando las consecuencias del accidente en acto 
de servicio o como consecuencia de él o de la enfermedad profesional sean el fallecimiento o la 
jubilación por incapacidad permanente para el servicio del o de la mutualista afectado o afectada,

5- La Disposición adicional segunda establece la compatibilidad de las prestaciones con 
determinadas indemnizaciones (como las indemnizaciones que correspondan al o a la mutualista 
afectado o afectada en su condición de víctima del terrorismo, las indemnizaciones que el o la 
mutualista afectado o afectada pudiera recibir en virtud de lo establecido en el Real Decreto-ley 
8/2004, de 5 de noviembre, sobre indemnización a los participantes en operaciones internacionales de 
paz y seguridad, así como con cualesquiera otras indemnizaciones en cuyas normas reguladoras no se 
establezca expresamente su incompatibilidad con aquéllas).

6-La Disposición transitoria única establece el régimen transitorio para los procedimientos en 
los que la fecha del hecho causante sea anterior a la de entrada en vigor de la presente orden, que se 
regirán por lo dispuesto en la normativa entonces vigente.

7-En la Orden se contiene, finalmente, un ANEXO con el “Parte de accidente en acto de 
servicio”.

1.9.  SANIDAD

-Orden SND/1147/2022, de 23 de noviembre, por la que se procede a la actualización en 
2022 del sistema de precios de referencia de medicamentos en el Sistema Nacional de Salud 
(BOE 28-11-2022)

Mediante esta Orden ministerial se procede a la actualización en 2022 de los conjuntos y precios 
de referencia establecidos por la Orden SND/1308/2021, de 26 de noviembre, y se revisan los precios 
de referencia de las presentaciones de medicamentos incluidas en conjuntos previamente existentes. 
Igualmente se procede a la supresión de los conjuntos de referencia previamente determinados por no 
cumplir, por causas sobrevenidas, los requisitos exigibles para su establecimiento.

La Orden cuenta con 7 anexos.

-En el Anexo 1 se relacionan los conjuntos de referencia de presentaciones de medicamentos 
dispensables por oficinas de farmacia a través de receta médica oficial u orden de dispensación, con 
indicación del precio industrial de referencia y PVPIVA de referencia fijado para cada presentación. 
Son de nueva creación los conjuntos enumerados del F461 al F471 de este anexo.

-En el Anexo 2 se relacionan los conjuntos de referencia de presentaciones de medicamentos 
de ámbito hospitalario y presentaciones en envase clínico, con indicación del precio industrial de 
referencia fijado para cada presentación. Son de nueva creación los conjuntos enumerados del P154 
al P170 y el S102 de este anexo.
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-En el Anexo 3, a efectos informativos, se relacionan todos los conjuntos de referencia de 
medicamentos con indicación del precio de referencia de cada conjunto (PRC), identificando la 
presentación de medicamento cuyo coste/tratamiento/día (CTD) ha determinado el mismo.

También se incluye la información de las dosis diarias definidas (DDD) de cada conjunto 
de referencia de medicamentos utilizadas para el cálculo del coste/tratamiento/día (CTD) de las 
presentaciones de medicamentos integradas en el mismo y se identifican los conjuntos de referencia 
de medicamentos formados por la existencia de un medicamento biosimilar y aquellos otros formados 
sin la existencia de un medicamento genérico o biosimilar conforme a lo establecido en el artículo 3 
del Real Decreto 177/2014, de 21 de marzo.

-En el Anexo 4 se comprende una relación de los conjuntos de referencia suprimidos, en 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 5 del RD 177/2014, de 21 de marzo, por haber dejado de 
cumplir los requisitos exigidos para su establecimiento. 

-En el Anexo 5 se relacionan las presentaciones de medicamentos declaradas como innovaciones 
galénicas de interés terapéutico con anterioridad a la entrada en vigor del RD-ley 16/2012, de 20 de 
abril, de medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar 
la calidad y seguridad de sus prestaciones, excluidas del sistema de precios de referencia, cuya 
declaración como innovación galénica expira con posterioridad a la fecha de efectos de esta orden. Se 
indica el plazo de exclusión del sistema de precios de referencia para cada una de las presentaciones 
de medicamentos, así como el precio industrial de referencia fijado para las presentaciones con el 
que se integrarán en el conjunto de referencia correspondiente durante el periodo de aplicación de 
la presente Orden. Una vez transcurrido el plazo de exclusión, será de aplicación lo dispuesto en el 
apartado 2 de la citada disposición.

-En el Anexo 6 se relacionan las presentaciones de medicamentos y sus licencias para las que 
no se ha formado conjunto de referencia de conformidad con lo establecido en el artículo 3.2 del Real 
Decreto 177/2014, de 21 de marzo.

-En el Anexo 7 se relacionan las presentaciones de medicamentos, con indicación del conjunto 
de referencia en el que se integrarán y el precio industrial de referencia para cada presentación, 
incluidas en la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud con anterioridad a la fecha de 
efectos de esta orden, pero cuya efectividad de inclusión en la prestación farmacéutica, conforme a lo 
dispuesto en la disposición adicional sexta del RD 177/2014, de 21 de marzo, no se había producido a 
fecha 28 de abril 2022, fecha de inicio del procedimiento de elaboración de esta orden.

Este sistema de precios de referencia, aplicable en materia de financiación de medicamentos 
por el Sistema Nacional de Salud, se establece en el artículo 98 del texto refundido de la Ley de 
garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2015, de 24 de julio. Constituye una herramienta esencial de control del gasto 
farmacéutico, necesario para la sostenibilidad del sistema sanitario público.

Su desarrollo reglamentario se encuentra establecido en el Real Decreto 177/2014, de 21 de 
marzo, por el que se regula el sistema de precios de referencia y de agrupaciones homogéneas en 
el Sistema Nacional de Salud y determinados sistemas de información en materia de financiación y 
precios de los medicamentos y productos sanitarios. Su artículo 5.1 encomienda a la persona titular del 
Ministerio de Sanidad que, con periodicidad anual, mediante la correspondiente orden y previo informe 
a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, establezca los nuevos conjuntos y 
sus precios de referencia, así como que revise los precios de referencia de las presentaciones de 
medicamentos incluidas en los conjuntos ya existentes y, en su caso, proceda a la supresión de los 
conjuntos cuando hayan dejado de cumplir los requisitos exigidos para su establecimiento.

Como explica la Exposición de Motivos de esta Orden, con objeto de garantizar el suministro 
de los medicamentos esenciales, en concreto de aquellos no sustituibles por ningún otro de los 



Revista de Derecho de la Seguridad Social. Laborum	 nº 33

212

actualmente financiados por el Sistema, se ha adoptado la solución de no revisar el precio de 
referencia de determinadas presentaciones incluidas en los conjuntos. A estos efectos, se considera 
medicamento esencial aquel considerado como tal por la Organización Mundial de la Salud (OMS). 
Estos son los medicamentos que la OMS indica que deben estar disponibles en todo momento, en 
cantidades suficientes, en las formas farmacéuticas apropiadas, con una calidad garantizada, y a un 
precio asequible para las personas y para la comunidad.

La no revisión encuentra su fundamento jurídico en la parte expositiva del propio Real Decreto 
de precios de referencia, cuando contempla la adopción de medidas excepcionales de corrección 
para garantizar la disponibilidad de medicamentos clásicos y altamente eficientes en la prestación 
farmacéutica del SNS, medidas entre las que debe considerarse incluida la no alteración del precio 
vigente de determinadas especialidades cuando así sea aconsejable para preservar el interés general. 
Adicionalmente viene apoyada por la Directiva 89/105/CEE del Consejo, de 21 de diciembre de 1988, 
relativa a la transparencia de las medidas que regulan la fijación de precios de los medicamentos para 
uso humano y su inclusión en el ámbito de los sistemas nacionales del seguro de enfermedad. 

Esta orden se dicta de acuerdo con la habilitación específica prevista en el artículo 5.1 del Real 
Decreto 177/2014, de 21 de marzo, y en trámite de audiencia se ha dado traslado a las administraciones 
sanitarias de las comunidades autónomas, a las entidades gestoras de la prestación farmacéutica del 
Sistema Nacional de Salud, a los laboratorios farmacéuticos interesados, a las entidades de distribución 
de medicamentos, así como a las entidades representativas de los sectores afectados, incluidas las 
asociaciones de consumidores y usuarios.

1.10.  OTRAS NORMAS DE SEGURIDAD SOCIAL

-Orden ISM/1103/2022, de 16 de noviembre, por la que se regulan las operaciones de cierre 
del ejercicio 2022 para las entidades que integran el sistema de la Seguridad Social (BOE 
18-11-2022)

Se determinan los plazos para la tramitación de expedientes de gasto a fiscalizar e intervenir 
y para la remisión de la documentación contable necesaria para el registro de las operaciones, para 
la ordenación de pagos y realización de los mismos, en el momento del cierre del ejercicio 2022, 
así como para la concreción de distintas operaciones reguladas en la citada Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre.

-Resolución de 11 de octubre de 2022, de la Intervención General de la Seguridad Social, 
por la que se aprueba la Instrucción de operatoria contable para las entidades que integran 
el sistema de la Seguridad Social y se modifica la de 3 de julio de 2014, por la que se 
aprueba la Instrucción de contabilidad para las entidades que integran el sistema de la 
Seguridad Social (BOE 2-11-2022)

Mediante esta Resolución se aprueba una nueva instrucción que integre el conjunto de la 
operatoria contable a seguir por las entidades que integran el sistema de la Seguridad Social, 
recogiendo el contenido del título V de la actual Instrucción de contabilidad, junto con otros aspectos 
que hasta ahora no estaban contemplados en la misma, sino en otras resoluciones aprobadas por este 
Centro Directivo (fondo de maniobra y pagos a justificar) que se integran en la nueva instrucción. 
Asimismo, la nueva instrucción incorpora reglas específicas para regular diferentes procedimientos 
contables en función del tipo de gasto que se va a contabilizar.

También se modifica la Resolución de 3 de julio de 2014, de la Intervención General de la 
Seguridad Social, por la que se aprueba la Instrucción de contabilidad para las entidades que integran 
el sistema de la Seguridad Social para, en primer lugar, suprimir el citado título V sobre operatoria 
contable, cuyo contenido pasa a integrarse en la Instrucción de operatoria contable y, en segundo 
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lugar, efectuar modificaciones en algunas disposiciones dirigidas a incluir en esta resolución aspectos 
relacionados con la elaboración de los documentos contables y con los libros de contabilidad del fondo 
de maniobra y pagos a justificar. De esta forma la actual Instrucción de contabilidad se desprende de 
las reglas que determinan la operatoria contable y pasa a regular exclusivamente aquellas propias 
de la gestión contable, considerada esta como el conjunto de elementos y actuaciones que permiten 
el registro contable de las operaciones económicas de la Seguridad Social que se enmarcan dentro 
del Sistema de Información Contable de la Seguridad Social, tales como documentos, trámites, 
anotaciones y libros contables.

Por todo ello y para evitar posibles confusiones terminológicas, se modifica el título de la 
Instrucción de contabilidad, la cual pasa a denominarse Instrucción de gestión contable para las 
entidades que integran el sistema de la Seguridad Social. 

Finalmente, la hasta ahora denominada Instrucción de contabilidad, también es objeto de 
modificación para adaptar una serie de reglas de su título preliminar al contenido recogido en el Real 
Decreto 1077/2021, de 7 de diciembre, por el que se regulan los principios generales y la organización 
del Sistema de Información Contable de la Seguridad Social.

En la Resolución se contienen dos anexos: el Anexo I que contiene la “Instrucción de operatoria 
contable para las entidades que integran el sistema de la Seguridad Social”, que tiene por objeto la 
regulación de las operaciones contables derivadas de la ejecución de los presupuestos de gastos e 
ingresos de las entidades que integran el sistema de la Seguridad Social, así como, de las operaciones 
realizadas al cierre del ejercicio presupuestario, y el Anexo II con los distintos modelos.

Mediante la Disposición derogatoria única se derogan en particular:

-La  Resolución de 21 de diciembre de 2001, de la Intervención General de la Seguridad Social, 
por la que se incorpora al Sistema de Información Contable de la Seguridad Social el Subsistema de 
Contabilidad Auxiliar para el Registro de los Pagos que se realicen con cargo al fondo de maniobra, y 
se dictan las correspondientes normas de actuación.

-La  Resolución de 29 de diciembre de 2003, de la Intervención General de la Seguridad Social, 
por la que se incorporan al subsistema de contabilidad auxiliar de pagos por fondo de maniobra, los 
correspondientes a dietas y gastos de viaje, y se asignan nuevas competencias contables a las unidades 
administrativas responsables del fondo de maniobra.

-Las instrucciones tercera y cuarta de la Resolución de 12 de marzo de 2010, de la Intervención 
General de la Seguridad Social, por la que se dictan instrucciones para el ejercicio de la función 
interventora y para la contabilización de las operaciones derivadas de la expedición de órdenes de 
pago a justificar, la cual pasa a denominarse Resolución de 12 de marzo de 2010, de la Intervención 
General de la Seguridad Social, por la que se dictan instrucciones para el ejercicio de la función 
interventora. Asimismo, se suprime la referencia contable que se realiza en la instrucción primera de 
dicha Resolución. 

1.11.  NORMAS LABORALES Y DE PROTECCIÓN SOCIAL

-Orden PCM/1047/2022, de 1 de noviembre, por la que se aprueba y se publica el 
procedimiento de valoración de los puestos de trabajo previsto en el Real Decreto 902/2020, 
de 13 de octubre, de igualdad retributiva entre mujeres y hombres (BOE 3-11-2022).

El procedimiento de valoración de puestos de trabajo es uno de los instrumentos que, de forma 
novedosa, se introdujo por el RD 902/2020, de 13 de octubre, de igualdad retributiva entre mujeres y 
hombres, en desarrollo del artículo 28 ET y del artículo 46.6 de la LO 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres, para la aplicación del principio de transparencia retributiva.
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Este procedimiento se inserta en el marco de la auditoría retributiva [artículo 8.1.a).1.º del 
RD 902/2020, de 13 de octubre], puesto que el diagnóstico de la situación retributiva en la empresa 
requiere la evaluación de los puestos de trabajo. Esta evaluación de los puestos de trabajo «tiene por 
objeto realizar una estimación global de todos los factores que concurren o pueden concurrir en un 
puesto de trabajo, teniendo en cuenta su incidencia y permitiendo la asignación de una puntuación 
o valor numérico al mismo. Los factores de valoración deben ser considerados de manera objetiva y 
deben estar vinculados de manera necesaria y estricta con el desarrollo de la actividad laboral». Por 
otra parte, la valoración «debe referirse a cada una de las tareas y funciones de cada puesto de trabajo 
de la empresa, ofrecer confianza respecto de sus resultados y ser adecuada al sector de actividad, tipo 
de organización de la empresa y otras características que a estos efectos puedan ser significativas, con 
independencia, en todo caso, de la modalidad de contrato de trabajo con el que vayan a cubrirse los 
puestos».

La valoración de los puestos de trabajo tiene efectos en la obligación de elaborar el registro 
retributivo, porque en el caso de empresas que lleven a cabo auditorías retributivas, el registro «deberá 
reflejar, además, las medias aritméticas y las medianas de las agrupaciones de los trabajos de igual 
valor en la empresa, conforme a los resultados de la valoración de puestos de trabajo» [artículo 6.a) 
del RD 902/2020, de 13 de octubre].

Dicho real decreto también contempla la forma en que se debe proceder a realizar la valoración 
de los puestos de trabajo (artículo 4), desarrollando las diferentes categorías de factores que, conforme 
al artículo 28 ET, se deben tomar en consideración para entender que un trabajo tiene igual valor que 
otro, así como los criterios que deben regir la valoración: adecuación, totalidad y objetividad.

La disposición final primera del citado real decreto, en su apartado 1, dispuso la aprobación, 
a través de una orden dictada a propuesta conjunta de las personas titulares de los Ministerios de 
Trabajo y Economía Social y del Ministerio de Igualdad, de un procedimiento de valoración de los 
puestos de trabajo. 

En cumplimiento de este mandato, el Ministerio de Trabajo y Economía Social y el Instituto 
de las Mujeres, junto con los interlocutores sociales, han desarrollado una herramienta informática 
que diese soporte a dicho procedimiento, junto con el de la herramienta de igualdad retributiva (IR!). 

La herramienta incorpora un modelo voluntario de procedimiento de valoración de puestos de 
trabajo, que posibilita que cada empresa, de una manera sencilla, pueda evaluar de forma efectiva el 
valor que realmente aporta cada puesto de trabajo al conjunto de la organización. En especial, se trata 
de una herramienta que permite visibilizar las tareas, funciones y actividades que tradicionalmente, 
por estar ligadas a puestos de trabajo altamente feminizados, no se valoran debidamente. Se trata de 
ofrecer una imagen fiel del valor que aporta cada puesto de trabajo a la empresa y, al mismo tiempo, 
ofrecer un recurso para revelar situaciones de infravaloración de puestos de trabajo feminizados.

Este procedimiento de valoración de los puestos de trabajo previsto en el RD 902/2020, de 13 
de octubre, de igualdad retributiva entre mujeres y hombres, es lo que se aprueba y publica mediante 
esta Orden.

-El artículo 1 determina su objeto, que consiste en la aprobación y la publicación del 
procedimiento de valoración de los puestos de trabajo previsto en el Real Decreto 902/2020, de 13 de 
octubre, de igualdad retributiva entre mujeres y hombres. La implementación de este procedimiento 
por parte de las empresas tendrá carácter voluntario y se llevará a cabo a través de la herramienta 
elaborada al efecto para evaluar la contribución de cada puesto de trabajo al conjunto de la organización. 
Dicha herramienta se publicará en las páginas web del Ministerio de Trabajo y de Economía Social y 
del Instituto de las Mujeres. 
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-El artículo 2 declara que la valoración de los puestos de trabajo realizada conforme a dicho 
procedimiento cumple con los requisitos formales exigidos por el Real Decreto 902/2020, de 13 de 
octubre.

-La disposición adicional primera atribuye el seguimiento de la implementación de las 
herramientas de valoración de los puestos de trabajo y de igualdad retributiva al Ministerio de Trabajo 
y Economía Social y al Ministerio de Igualdad, junto con las organizaciones sindicales y empresariales 
más representativas. La disposición adicional segunda establece que se publicará una Guía de uso de 
la herramienta de valoración de puestos de trabajo. La disposición adicional tercera se refiere a la 
ausencia de incremento del gasto. 

2.  CRÓNICA DE DOCTRINA JUDICIAL

A)  Acción protectora. Accidentes de trabajo y enfermedades profesionales

-STS de 06/07/2022, nº 624/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
3850/2019

ENFERMEDAD PROFESIONAL: auxiliar de ayuda a domicilio que padece síndrome del 
túnel carpiano, siendo una enfermedad incluida en el RD 1299/2006, de 10 noviembre, y teniendo 
en cuenta que el listado de profesiones es solo indicativo, admitiendo su extensión a otros oficios o 
profesiones con análogos requerimientos, como es el caso de las actividades desarrolladas por estas 
profesionales que requieren repetidos movimientos de hiperflexión y de hiperextensión de la muñeca y 
de aprehensión con la mano, susceptibles de generar esta patología, que no pueden considerarse como 
meramente esporádicos, secundarios y residuales en dicha profesión, lo que evidencia la relación de 
causalidad sin posibilidad de prueba en contrario, por aparecer esa dolencia entre las enfermedades 
legalmente codificadas. Fallo: El TS estima el recurso de casación para la unificación de doctrina 
interpuesto por la demandante, contra la Sentencia de 09-07-2019 de la Sala de lo Social del TSJ del 
País Vasco, dictada en autos promovidos en reclamación de determinación de contingencia, que casa 
y anula y resolviendo el debate de suplicación, estima el de tal clase formulado por la parte actora, 
declarando que el proceso de incapacidad temporal objeto del litigio es derivado de la contingencia 
de enfermedad profesional.

-STS de 08/07/2022, nº639/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
24/2020

ENFERMEDAD PROFESIONAL: auxiliar de ayuda a domicilio que padece síndrome del 
túnel carpiano, siendo una enfermedad incluida en el RD 1299/2006, de 10 noviembre, y teniendo 
en cuenta que el listado de profesiones es solo indicativo, admitiendo su extensión a otros oficios o 
profesiones con análogos requerimientos, como es el caso de las actividades desarrolladas por estas 
profesionales que requieren repetidos movimientos de hiperflexión y de hiperextensión de la muñeca 
y de aprehensión con la mano, susceptibles de generar esta patología, que no pueden considerarse 
como meramente esporádicos, secundarios y residuales en dicha profesión, lo que evidencia la 
relación de causalidad sin posibilidad de prueba en contrario, por aparecer esa dolencia entre las 
enfermedades legalmente codificadas. Fallo: El TS estima el recurso de casación para la unificación 
de doctrina interpuesto por la trabajadora codemandada, contra la Sentencia de 05-11-2019 de la Sala 
de lo Social del TSJ del País Vasco, dictada en autos promovidos en reclamación de determinación 
de contingencia, que casa y anula y resolviendo el debate de suplicación, desestima el de tal clase 
formulado por Mutua demandante.
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-STS de 21/07/2022, nº 685/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
244/2019

INDEMNIZACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS DERIVADOS DE ENFERMEDAD 
PROFESIONAL: sólo cabe declarar la responsabilidad solidaria de las sucesivas empresas empleadoras 
en los supuestos en los que no es posible la fijación individualizada de la participación de cada uno de 
los sujetos en la causación del daño, pero, cuando consta el tiempo que el trabajador afectado prestó 
servicios para cada empresa condenada, la responsabilidad es mancomunada, en atención al tiempo 
de prestación de servicios del trabajador para cada una de ellas. Fallo: El TS estima el recurso de 
casación para la unificación de doctrina interpuesto por la empresa codemandada, contra la Sentencia 
de 28-09-2018 de la Sala de lo Social del TSJ de Galicia, dictada en autos promovidos en reclamación 
de cantidad, que casa y anula en parte, revocando el pronunciamiento sobre la responsabilidad 
solidaria y sustituyéndolo por la responsabilidad mancomunada, en atención al tiempo de prestación 
de servicios del trabajador para cada una de las empresas condenadas, y confirmando el resto de sus 
pronunciamientos.

B)  Incapacidad Temporal e Incapacidad Permanente

-STJUE de 30/06/2022, Asunto C 625/2020, Cuestión prejudicial

IGUALDAD DE TRATO: Entre hombres y mujeres: Seguridad Social (Directiva 79/7/CEE): 
Discriminación: estimación: normativa nacional que impide a los trabajadores afiliados a la seguridad 
social percibir simultáneamente dos pensiones de incapacidad permanente total cuando corresponden 
al mismo régimen de seguridad social (régimen general y RETA), mientras que permite tal acumulación 
cuando dichas pensiones corresponden a distintos regímenes de seguridad social, siempre que sitúe 
a las trabajadoras en desventaja particular con respecto a los trabajadores, especialmente en la 
medida en que permita disfrutar de dicha acumulación a una proporción significativamente mayor 
de trabajadores, respecto de la proporción correspondiente de trabajadoras y, no esté justificada por 
factores objetivos y ajenos a cualquier discriminación por razón de sexo.

-STS de 27/04/2022, nº 379/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
184/2019

GRAN INVALIDEZ: reconocimiento del derecho a acceder a una incapacidad permanente 
a la persona trabajadora que ha accedido la situación de jubilación anticipada por aplicación de los 
coeficientes correctores por discapacidad, dándose la circunstancia de que no ha cumplido los 65 años 
de edad. RECTIFICA DOCTRINA. Fallo: El TS desestima el recurso de casación para la unificación 
de doctrina interpuesto por el INSS y la TGSS, frente a la sentencia dictada por el TSJ de La Rioja el 
22-11-2018, que confirma, sobre gran invalidez.

C)  Cuidado de hijos, riesgo durante el embarazo y lactancia

-STS de 05/07/2022, nº 602/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
906/2019

PRESTACIÓN DE PATERNIDAD: supuesto de alumbramiento sin vida a las treinta y nueve 
semanas y tres días de gestación de la hija que esperaban el solicitante y su esposa, quien sí percibió 
íntegramente la prestación de maternidad: denegación atendiendo que la prestación obedece a una 
finalidad tuitiva diferente, la de favorecer la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, 
fomentando la corresponsabilidad de madres y padres en el cuidado de los hijos comunes: siendo 
diferentes las situaciones, no puede reputarse lesionado el derecho a la igualdad ante la ley. VOTO 
PARTICULAR. Fallo: El TS, en PLENO, desestima el recurso de casación para la unificación de 



217

Crónica Legislativa, Doctrina Judicial y Noticias Bibliográficas

doctrina interpuesto por Don Pablo Jesús y confirma la sentencia del TSJ de Aragón 50/2019, de 3-1-
2019, sin efectuar declaración alguna sobre imposición de costas.

D)  Jubilación

-STS nº1176/2022 de 22 de Septiembre de 2022

ACTIVIDAD COMPATIBLE CON PENSIÓN DE JUBILACIÓN. Devolución de una parte 
de los importes recibidos en concepto de pensión. Clases pasivas Se establece que la comunicación de 
una actividad ya iniciada, que luego la Administración declara compatible con la pensión de jubilación 
o retiro, no obliga al pensionista a la devolución de la totalidad de las cantidades recibidas durante el 
período anterior a la comunicación, sino tan sólo a la de la cuantía de obligada reducción. El perceptor 
de la pensión tiene la obligación de devolver a la Administración el 25% de lo cobrado como pensión 
de jubilación durante el período en que comenzó a ejecutar el contrato de trabajo sin haber hecho la 
preceptiva comunicación a la Administración.

-STS de 29/06/2022, nº 590/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
1472/2019

PENSIÓN DE JUBILACION: la incompatibilidad del disfrute de la pensión de jubilación 
con el trabajo del pensionista es la regla general, permitiéndose que se compatibilice para los 
trabajadores por cuenta propia para unas actividades específicas que no generan obligación de cotizar 
por prestaciones ni, por ende, van a generar derechos en ese ámbito del régimen de la seguridad 
social, situación que no concurre desde el momento en que el alta en el RETA lo es por el desarrollo 
de una actividad mercantil societaria y a todos los efectos. Fallo: El TS estima el recurso de casación 
para la unificación de doctrina interpuesto por el «INSS» y la «TGSS» codemandados, contra la 
Sentencia de 28-01-2019 de la Sala de lo Social del TSJ de Madrid, dictada en autos promovidos 
en reclamación sobre pensión de jubilación, que casa y anula y, resolviendo el debate planteado en 
suplicación, desestima el de tal clase interpuesto por la parte actora.

-STS de 13/07/2022, nº 656/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
1928/2019

EMPRESA DE TRANSFORMACIÓN AGRARIA, SA: de la interpretación literal y 
sistemática del art. 56 del XVII Convenio Colectivo se concluye que los jubilados parciales tienen 
derecho a percibir las cantidades proporcionales equivalentes al porcentaje de jubilación al momento 
de la jubilación parcial, correspondiente a la edad que tenga cada trabajador en el momento de su 
acceso a la jubilación parcial y no como efectuaba la empresa calculándola como si el trabajador 
tuviera 65 años, obligación que nace del convenio y no de una voluntad empresarial, siendo que, al 
no estar el concepto «indemnización por cese» dentro de las condiciones retributivas, no se precisa 
autorización del Ministerio de Hacienda, por lo que no se vulnera la LPGE de 2017, no siendo 
necesario articular dicho derecho a través de un contrato de seguro colectivo y teniendo el carácter 
de mejora voluntaria de la seguridad social y no de gasto de acción social. Fallo: EL TS estima el 
recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto por el demandante, contra la Sentencia 
de 14-03-2019 de la Sala de lo Social del TSJ de Madrid, dictada en autos promovidos en reclamación 
de derecho y cantidad, que casa y anula y, resolviendo el debate de suplicación, estima el de tal clase 
formulado por el actor, estimando la demanda y condenando a la empresa a abonarle la cantidad 
correspondiente en concepto de indemnización por cese, que deberá ser incrementada con el 10 por 
ciento de interés legal por mora.
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-STS de 31/05/2022, nº 491/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
1775/2019

IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDADES EN PENSIÓN DE JUBILACIÓN: no existe 
responsabilidad de las empleadoras, INGESA y SERMAS, en el pago de las diferencias de la 
prestación derivadas de la existencia de infracotización, tras el cese del trabajador en la situación 
de pluriempleo, por ausencia de voluntad incumplidora empresarial, dado que, ni el trabajador ni 
la TGSS les comunicaron la nueva situación. Fallo: El TS estima los recursos de casación para la 
unificación de doctrina interpuestos por INGESA y por el Servicio Madrileño de Salud contra la 
Sentencia de fecha 25-02-2019, del TSJ de Madrid, dictada en autos promovidos por el trabajador 
contra las recurrentes, la Tesorería General de la Seguridad Social y el Instituto Nacional de la 
Seguridad Social, en reclamación por jubilación, que casa y anula y, resolviendo el debate planteado 
en suplicación, estima los recursos de igual clase formulados por INGESA y SERMAS, revocando en 
parte la sentencia de instancia, en cuanto declara la responsabilidad de estas dos entidades en el pago 
de la pensión de jubilación del actor, absolviéndolas de las pretensiones ejercitadas en su contra, y 
confirmando en los demás extremos la sentencia del juzgado.

-STS de 07/07/2022, nº 633/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
507/2021

JUBILACION PARCIAL: no procede reconocerla a trabajadores fijos discontinuos que 
prestan servicios en fechas no ciertas, pues cuando el art. 166.2 LGSS de 1994, en la redacción 
dada por la Ley 40/2007, se refiere a actividad a tiempo completo, está atendiendo a la equivalente a 
una jornada laboral ordinaria o continua, en contraposición a servicios que no tienen esa condición, 
siendo así que lo que prima a estos efectos no es la forma en que se cubre el trabajo fijo discontinuo, 
concentrando jornadas o con jornadas completas, sino la naturaleza de la actividad discontinua 
dentro del volumen de actividad normal (a tiempo completo) de la empresa, pues lo que delimita la 
naturaleza de la relación no es el tiempo de trabajo al que se puede someter el contrato de trabajo, sino 
la actividad que con él se va a atender, que no comprende todas las jornadas de trabajo que existan en 
un año. Fallo: El TS estima el recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto por el 
«INSS» demandado, contra la Sentencia de 06-10-2020 de la Sala de lo Social del TSJ del País Vasco, 
dictada en autos promovidos en reclamación de pensión de jubilación, que casa y anula y, resolviendo 
el debate planteado en suplicación, estima el de tal clase formulado por el demandado, desestimando 
la demanda.

E)  Prestaciones para situaciones derivadas de muerte y supervivencia (Viudedad, orfandad y 
a favor de otros familiares)

-STS nº700/2022 de 7 de Septiembre de 2022

PRESTACIÓN POR ORFANDAD. Incremento del porcentaje. Asimilación a orfandad 
absoluta. El Alto Tribunal señala que aunque la norma ya establece dos circunstancias análogas -el 
huérfano cuyo otro progenitor vivo ha sido condenado por violencia de género y el que tiene un solo 
progenitor conocido-, concluye que también podría incluirse la situación analizada en este caso, en el 
que hay un estado de necesidad derivado de la prolongada y acreditada desatención del padre, puesto 
que, aunque este caso no esté previsto expresamente en la norma, guarda una absoluta identidad de 
razón con las dos causas que sí figuran, de modo que cabe aplicar a dicha situación la asimilación al 
supuesto de orfandad absoluta.
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-STS de 15/06/2022, nº 549/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
925/2019

PENSIÓN DE VIUDEDAD: el hecho de que se hubiera denegado una anterior solicitud en la 
que no se alegó la condición de víctima de violencia de género, que no se pudo tener en consideración 
en el expediente administrativo porque la legislación vigente no la contemplaba, no impide formular 
una nueva solicitud, aunque la Ley 26/2009 hubiera entrado en vigor en la fecha del juicio, pues con 
ello no se infringen los arts. 222 (no existe identidad de objeto) y 400 LEC (que se refiere a la demanda 
y en su párr. 2ª respecto a las alegaciones para un momento posterior son las que expresamente permite 
esa Ley). Fallo: El TS desestima el recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto 
por el «INSS» demandado, contra la Sentencia de 18-12-2018 de la Sala de lo Social del TSJ de la 
Comunidad Valenciana, dictada en autos promovidos en reclamación de pensión de viudedad.

F)  Prestaciones sanitarias

-STS de 15/06/2022, nº 552/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
1851/2019

ASISTENCIA SANITARIA: no procede reconocerla a familiar a cargo de un reagrupante, 
que no ostenta la condición de beneficiario, y que ha obtenido la residencia legal por tal vía, ya que 
es obligación de dicho familiar la de tener cubierta la asistencia sanitaria y durante todo el tiempo 
que resida en España, sin que la concesión de la tarjeta de residencia temporal en España suponga 
la existencia automática del derecho; normativa anterior al RDLey 7/2018, de 27 julio. Fallo: El TS 
estima el recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto por el «INSS» y la «TGSS» 
codemandados, contra la Sentencia de 14-01-2019 de la Sala de lo Social del TSJ de Madird, dicta en 
autos promovidos en reclamación de derechos, que casa y anula y, resolviendo el debate planteado en 
suplicación, estima el de tal clase formulado por las demandadas, desestimando la demanda.

G)  Planes y Fondos de Pensiones privados y Seguros Colectivos

-STS de 13/09/2022, nº 724/2022, Recurso de casación para la unificación de doctrina nº 
4735/2019

CONCURRENCIA DE CONFLICTO JURÍDICO ACTUAL: en la reclamación formulada 
sobre el cálculo de la pensión complementaria de jubilación a los 65 años, conforme al Plan tradicional 
de la empresa IBM, en el sentido de que se utilicen los parámetros de cálculo establecidos en un laudo 
arbitral, dictado cuando su contrato ya estaba extinguido, en el que se establecieron los criterios para 
la regularización imprescindible de las cantidades percibidas por el demandante mientras permaneció 
en el Plan alternativo, anulado judicialmente, siendo irrelevante que el demandante no tuviera 65 
años al promover su demanda, porque la propia empresa calculó el importe de la pensión, cuando el 
actor no tenía dicha edad, así com que no se hubiera jubilado, puesto que ambas partes han efectuado 
el cálculo, tomando como pensión teórica de la Seguridad Social la que le hubiera correspondido, 
de haber tenido 65 años al momento de extinguirse su contrato de trabajo. Fallo: El TS desestima 
el recurso de casación para la unificación doctrina interpuesto por la empresa demandada contra la 
Sentencia de 13-09-2019 de la Sala de lo Social del TSJ de Madrid dictada en autos promovidos sobre 
reclamación de derecho y cantidad.
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H)  Aspectos procesales de Seguridad Social

-STS de 18/07/2022, nº 1012/2022, Recurso de Casación nº 2998/2020

SEGURIDAD SOCIAL: REVISIÓN DE ACTOS DECLARATIVOS DE DERECHOS: el 
supuesto de excepción a la aplicabilidad del régimen general de revisión de los actos declarativos 
de derechos contemplado en el primer inciso del art. 146.2, de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, 
reguladora de la jurisdicción social, debe interpretarse en el sentido de que solo exime a las entidades, 
órganos u organismos gestores de la Seguridad Social de instar el correspondiente proceso judicial 
ante el Juzgado de lo Social competente, cuando la revisión tenga por objeto la rectificación de 
errores materiales o de hecho ostensibles, manifiestos o indiscutibles y los aritméticos, así como 
las revisiones motivadas por la constatación de omisiones o inexactitudes en las declaraciones del 
beneficiario, sin necesidad de acreditar que concurra animo defraudatorio en el mismo: DOCTRINA 
DEL TS; REGÍMENES ESPECIALES: EMPLEADAS DE HOGAR: ANULACIÓN DE ALTA POR 
SIMULACIÓN LABORAL: IMPUGNACIÓN: PROCEDENCIA: supuesto en el que la TGSS debió 
interesar la revisión de oficio ante la jurisdicción social, porque es la que detenta la competencia genuina 
para determinar si existía o no relación laboral, no pudiéndose acudir a la revisión de oficio porque 
no concurría la excepción prevista en el artículo 146.2.a) de la Ley de la Jurisdicción Social, al no 
tratarse aquí de un caso de omisiones o inexactitudes constatadas en las declaraciones del beneficiario: 
casación: desestimación. Fallo: El TS declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto por la 
TGSS contra Sentencia dictada por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del TSJ del País Vasco, de 03-03-2020, estimatoria del recurso contencioso-administrativo formulado 
contra Resolución de la Dirección Provincial de Álava de la Tesorería General de la Seguridad Social 
de 24-04-2018, que desestimó el recurso de alzada formulado contra Resolución de la Subdirección 
Provincial de Gestión Recaudatoria de 19-01-2018, que resolvió anular alta de trabajador en el 
régimen especial de empleados de hogar.
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En la Declaración Universal de Naciones Unidas se reconoce que “toda persona, como miembro 
de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social” (artículo 22), enumerando, a continuación, los 
derechos básicos que se incluyen como contenido de la declaración inicial y programática - “toda 
persona tiene derecho a la asistencia médica y a los servicios sociales necesarios, a la seguridad en el 
caso de enfermedad, discapacidad, viudez, vejez y desempleo y a los cuidados y asistencia especiales 
a la maternidad y a la infancia” (artículo 25) -. En igual sentido, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (1966) declara que “los Estados Partes en el presente Pacto 
reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social” (artículo 9). 
El Convenio OIT 102 (1952), norma mínima de Seguridad Social, aceptada a nivel mundial para las 
diferentes situaciones de desprotección que pueden afectar al ser humano, concretó la obligación de 
los Estados de crear los medios necesarios para garantizar el derecho a la Seguridad Social de los 
ciudadanos - si bien la protección por desempleo, como derecho específico del sistema de Seguridad 
Social había sido objeto de la acción de la OIT (Convenio 2 OIT (1919), Convenio 44 OIT (1934) 
y Convenio 168 OIT (1988) -, para lo cual se estableció el conjunto de riesgos sociales contra 
los que deben organizarse los sistemas nacionales: asistencia médica, prestaciones monetarias de 
enfermedad, prestaciones de desempleo, prestaciones de vejez, prestaciones en caso de accidentes del 
trabajo y enfermedad profesional, prestaciones familiares, prestaciones de maternidad, prestaciones 
de invalidez, prestaciones de sobrevivientes. De este modo la Seguridad Social se conforma como una 
pieza imprescindible del entramado normativo e institucional de todo Estado civilizado y decente y 
así se recoge en los textos internacionales en donde el derecho a la Seguridad Social se define tanto 
como derecho subjetivo, a la par que como objetivo protector del Estado. Y en este doble aspecto la 
definió Beveridge, “la seguridad del individuo, organizada por el Estado, contra los riesgos a los que 
está expuesto” (Full Employment in a Free Society). 

Valga este preámbulo como punto de partida para glosar el Manual “Derecho de la Seguridad 
Social” de los profesores Santiago Pérez del Castillo y Álvaro Rodríguez Azcúe, de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República, editado por la Fundación de Cultura Universitaria. Y 
ello por varias razones y todas relevantes:

En primer lugar, por la importancia que adquiere el conocimiento del Derecho comparado 
en una sociedad global en donde la movilidad laboral y los intercambios de servicios son práctica 
habitual. Máxime cuando se trata del conocimiento del Derecho de la Seguridad Social de un país 
de América latina, ligado al nuestro por siglos de hermandad, lengua y cultura jurídica. Y máxime, 
cuando ese país es Uruguay, tradicionalmente adelantado en cuestiones sociales y pionero de la 
Seguridad Social en el continente americano - muestra de ello es la historia de la Seguridad Social 
uruguaya que se contiene en esta obra, desde sus inicios con la primera Caja en 1.896 hasta la Ley 
19.826 de 26 de septiembre de 2019-. La migración de sus trabajadores constituye un problema 
común de los países de centro América y del Cono Sur, por lo que la regulación de las aportaciones y 
los derechos a prestaciones han suscitado un conjunto amplísimo de convenios bilaterales que aquí se 
recogen, tanto los que unen a los diferentes países americanos entre si, dentro del ámbito mayor del 
Convenio Iberoamericano de Seguridad Social de 1978, como los convenios que unen a Uruguay con 
España y Portugal o con numerosos Estados Europeos -Austria, Bélgica Francia, Grecia, Holanda- u 
otros como Canadá o Israel.

El estudio del régimen de Seguridad Social uruguayo puesto en comparación con el español, 
muestra amplias coincidencias en cuanto a la amplitud del sistema de protección. Y es que, en ambos 
países la Seguridad Social se considera un valor universal en sí mismo, en tanto instrumento de 
garantía de derechos y prestaciones que hacen posible el acceso a la dignidad que compete a todo 
ser humano, a la vez que estructura social que se construye a fin de garantizar la efectividad de tales 
derechos. Por ello son comunes en ambos regímenes los principios en lo que se asienta una Seguridad 
Social moderna y democrática: 
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El carácter público de la Seguridad Social. Todo lo que sea Seguridad Social es necesariamente 
público, por cuanto que será necesariamente función del Estado. Lo que garantiza el carácter obligatorio 
del sistema -para todos los sujetos comprendidos en el nivel contributivo-, y el establecimiento de 
un mecanismo básico de tutela -para todos los sujetos comprendidos en el nivel asistencial-, así 
como el tratamiento bajo los principios de igualdad formal -no se puede tratar de forma desigual sin 
justificación objetiva razonable- y de igualdad sustancial -es posible el trato preferente de colectivos 
tradicionalmente peor tratados con fundamento en la igualdad de oportunidades-. Y finalmente, es 
propio de la rama no contributiva su financiación presupuestaria-. 

El carácter universal de la Seguridad Social. Lo que supone la declaración del derecho subjetivo 
de todos los ciudadanos frente a los poderes públicos. O dicho de otra forma, la deslaboralización en 
el plano constitucional de la política de Seguridad Social. En esta idea, lo importante es la ausencia 
de recursos y no la existencia de contribución previa como consecuencia de una actividad profesional. 

La suficiencia en las prestaciones. Lo que quiere decir que debe atenderse a la realidad de 
la situación de necesidad y a la carencia de ingresos propios -función de compensación de rentas- 
trasladando a un segundo plano la función meramente sustitutiva de rentas en activo, propia de los 
sistemas contributivos-. 

Se está reconociendo, pues, en ambos casos, la Seguridad Social como un derecho subjetivo 
que debe expresarse en el ámbito de la sociedad. La Seguridad Social es, en consecuencia, una 
obligación que se encomienda a los Estados como derecho instrumental, procedimental, al servicio 
del derecho de toda persona a la dignidad humana y, a su vez, un derecho individual de los sujetos 
que se ejercita en el seno de la sociedad. Frente a los derechos intrínsecos de la persona individual - a 
la vida, a la dignidad, a la salud, a la educación…- que se agotan en sí mismos, los derechos ligados 
a la convivencia necesitan establecer la relación o finalidad que a través de los mismos se garantizan 
-esencialmente, aquí, la consecución de la equidad a través del reparto social de la riqueza a fin de paliar 
estados de carencia de las personas que integran dicha sociedad. No obstante, existen diferencias entre 
el régimen de Seguridad Social uruguayo y el español, y por tanto, conviene conocerlas, bien por 
motivos prácticos -régimen de financiación, instituciones a las que corresponde la Administración, 
régimen de cobertura, alcance de las prestaciones-, bien como estándares de conducta.

En segundo lugar, esta obra es recomendable por la riqueza del texto, estructurado de forma 
clara y rigurosa. En este caso no se trata únicamente de repasar y dar cuenta de un sistema de 
Seguridad Social concreto, con su historia, sus instituciones y su régimen de cobertura, sino que, 
yendo más allá, el Manual contempla las interrelaciones de la materia de Seguridad Social con -otras 
esferas de política pública con las cuales se vincula y complementa, como son la economía, la ciencia 
política y las políticas sociales en general-, como señala en el Prólogo del texto Fabio Bertranou 
-Director de la oficina de la OIT para el Cono Sur de América Latina-. Y riqueza también por la gran 
cantidad de citas que contiene -1.513 citas-, otra novedad que no es usual en los manuales al uso. Lo 
que demuestra el conocimiento de los autores de las obras de los grandes maestros del Derecho de 
la Seguridad Social de america latina -Américo Plá Rodríguez, Juan Raso Delgue, Adrián Goldin�-, 
de España - Manuel Alonso Olea, José Vida Soria, Luis Enrique de la Villa Gil, José Almansa Pastor, 
José Luis Monereo Pérez, Antonio Sagardoy, José Luis Tortuero Plaza, Juan Rivero Lamas�-, de Italia 
- Francesco Liso, Mattia Persiani, Roberto Pessi -, a los que sigue un larguísimo número de autores 
latino americanos- por citar algunos Rubén Amoroso, Antonio Grzetich, Carlos Alberto Etala, 
Carmelo Mesa -Lago, Ariel Nicolello, Patricio Novoa-, españoles -Cristóbal Molina Navarrete, Rosa 
Quesada Segura, Aurelio Desdentado Bonete, Manuel Alarcón Caracuel, Santiago Gonzalez Ortega, 
José Francisco Blasco Lahoz, Augusto Venturi, Gregorio Tudela-, y europeos -Paul Durand, Peter 
Auer, Peter Baldwin, Lionello R. Levi Sandri, Yvs. Saint Jours-.

Y, finalmente, por la calidad de los autores, cuyos méritos docentes y experiencia en altas 
responsabilidades dota al mismo de un mayor valor. Valgan algunos datos de los mismos: Santiago 
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Pérez del Castillo, Doctor en Derecho y Ciencias Sociales, profesor de Derecho del Trabajo y de 
la Seguridad Social, primero en la Universidad de la Republica y, actualmente, en la Universidad 
de Montevideo. Director de Posgrado en Derecho del Trabajo aplicado y de la Revista de Derecho. 
Autor de numerosas publicaciones, entre las que destacan sus libros “El Derecho de la Huelga” e 
“Introducción al Derecho de las Relaciones Colectivas de Trabajo”. Y en su faceta política, conviene 
destacar que ha sido miembro del Consejo de Administración de la OIT y del Comité de Libertad 
Sindical, representante del Director General de la OIT en diversas misiones. Y Ministro del Trabajo y 
Seguridad Social. Álvaro Rodríguez Azcúe, Doctor en Derecho y Ciencias Sociales, profesor Titular 
de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
Republica y en el posgrado de Derecho del Trabajo Aplicado de la Universidad de Montevideo, autor, 
igualmente de numerosos artículos en Revistas y Obras colectivas nacionales y extranjeras, y autor del 
libro: “Prescripción laboral” en coautoría con los profesores Juan Raso Delgue y Mario Garmendia 
Aragón. En su faceta política ha sido asesor del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social del 2003 
al 2020, miembro del Comité Técnico Administrativo del Convenio Multilateral Iberoamericano de 
Seguridad Social y de la Comisión de Expertos del Acuerdo Multilateral de Seguridad Social de 
MERCOSUR.

Por todo ello, por la importancia del tema, por la utilidad que aporta su conocimiento, y por 
la calidad de sus autores, aconsejo vivamente su lectura. Y, especialmente, como fundamento para 
generar un sistema internacional desde el ideal común de perseguir un sistema universal que garantice 
a nivel global cobertura social y prestaciones suficientes para todos los ciudadanos cualquiera que 
sea su país. Como se dice en la Declaración de la Conferencia Internacional del Trabajo de 2001 
sobre Seguridad Social, -el propósito de la protección social no es la mera supervivencia, sino la 
integración social y la preservación de la dignidad humana-.


